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			SUPUESTOS

			Capítulo 1. DESAHUCIO POR FALTA DE PAGO

			•Opone el arrendatario cuestión compleja por inexistencia de contrato de arrendamiento.

			•El arrendatario opone perturbaciones de hecho o de derecho en el uso del inmueble arrendado a la falta de pago de la renta.

			•Opone el demandado cuestión compleja por exigírsele el IBI sin haber existido requerimiento previo.

			•Opone el demandado cuestión compleja por exigírsele la actualización de renta cuando previamente se había opuesto.

			•Opone el demandado la existencia de cuestión compleja por tener un derecho de opción de compra.

			•Contrato de arrendamiento y opción de compra en que se acuerda la suspensión del ejercicio de la opción de compra.

			•Acción de desahucio y reclamación de cantidad. Se alega la simulación del contrato.

			•Cláusula «rebus sic stantibus».

			•Impago de IBI por no estar determinada la superficie.

			•Acción de desahucio y reclamación de cantidad contra arrendatario y fiador que opone no ser responsable al no alcanzar la fianza las prórrogas del contrato.

			•Acción de desahucio y reclamación de cantidad contra arrendatario y fiador que se opone a responder de las rentas que se devenguen después de que se declare la resolución del contrato.

			•Acción de desahucio y reclamación de cantidad contra arrendatario y fiador que opone que no debe responder más que de dos mensualidades de renta, al ser la duración del contrato inferior a cinco años.

			•Acción de desahucio y reclamación de cantidad por impago de IVA. Desestimación del desahucio. Estimación de la reclamación de cantidad.

			•El arrendatario opone falsedad de la firma del contrato.

			•El arrendatario opone la inexistencia de la firma del contrato.

			•El arrendatario opone la resolución del contrato previa a la interposición de la demanda por no obtener licencia para ejercer la actividad a que iba a destinarse el local.

			•El arrendatario opone el abandono del inmueble. No se acredita la entrega de llaves.

			•Demanda presentada por vía telemática. Pago al día siguiente cuando se pone fecha de entrada por el Decanato.

			•Demanda presentada el día del vencimiento del pago de la renta.

			•Acción que se funda en el impago de una mensualidad de renta que resultó pagada, habiendo quedado impagadas mensualidades posteriores.

			•Acuerdo por el que se retrasa el pago de la renta.

			•Pago de la renta con retraso respecto de lo establecido en el contrato. Actos propios al consentirlo con anterioridad.

			•Demanda presentada por impago de una renta que se abona ese mismo mes.

			•Se presenta demanda por el impago de la mensualidad de julio de 2020. El recibo se había devuelto por el banco porque faltaban 10 euros en la cuenta en que se domicilio el pago para atenderlo. No se comunica la devolución del recibo. El impago de subsanó el 3 de agosto de 2020, con posterioridad a la presentación de la demanda.

			•Se presenta demanda por impago de la renta de un mes que no fue atendida por el Banco que tenía orden de transferencia del arrendatario por tener bloqueada la cuenta sin su conocimiento.

			•Se pasa el recibo al cobro por el arrendador, de forma anticipada, cuando no existían fondos suficientes en el banco.

			•Controversia sobre la cuantía de la renta. Impago de varias mensualidades.

			•Impago íntegro de la renta pactada en VPO que excede del límite máximo.

			•Pacto en VPO de abono de renta y otra cantidad por mobiliario. Impago de este último importe.

			•Desahucio por falta de pago en contrato de arrendamiento verbal. Importe de la renta.

			•Renta de 1.000 euros bonificada al 50% si el pago es puntual.

			•Acuerdo de rebaja de la renta: años recibiendo renta inferior sin reclamación alguna. Actos propios.

			•Improcedencia de las cantidades reclamadas por no haberse emitido recibos o facturas.

			•Se dejan de pasar al cobro los recibos por haber resultado impagado uno generando gastos.

			•Pago por consignación notarial.

			•Arrendatario que promueve incidente del artículo 675 LEC y no abona la renta al adjudicatario.

			•Pago a la Agencia Tributaria que ha decretado el embargo cuando el deudor no es el arrendador.

			•Embargo judicial a quien no es el arrendador.

			•Pagos que el arrendador ha imputado a deudas no reclamadas en la demanda y a los que no ha hecho referencia.

			•Imputación al pago de renta de cantidades destinadas a la opción de compra.

			•Interrupción prescripción: pagos parciales sin que hayan transcurrido 5 años entre ellos.

			•Pleito anterior para determinar la renta. Comienzo de la prescripción.

			•No se pasan al cobro los recibos que estaban domiciliados.

			•No acude al domicilio del arrendatario a cobrar la renta

			•Subrogación. Cancelación cuenta antigua por el arrendador. Comunicación nueva cuenta.

			•Envío del importe por correo. No lo recibe el arrendador.

			•El arrendador alega que se comunicó la actualización y aporta facturas, certificado de retenciones fiscales y declaraciones ante la Agencia Tributaria por el IVA.

			•Renta actualizada. El arrendatario se opone en el plazo de 30 días desde la notificación.

			•Renta actualizada. El arrendatario guarda silencio en el plazo de 30 días desde la notificación y se opone en el juicio de desahucio a la actualización.

			•Aplicación del IPC cuando es inferior al porcentaje del IGC establecido como tope para 2023 y 2024.

			•El arrendatario no se opone a la actualización por no haberse acompañado el certificado del INE.

			•El arrendador funda la demanda de desahucio en el impago de una actualización a la que se ha opuesto el arrendatario.

			•Requerimiento previo de pago de cantidades derivadas de consumo.

			•Repercusión de cantidades por consumos que no acredita el arrendador haya pagado.

			•Impago de gasto de agua porque no se le ha entregado recibo para deducirse el IVA.

			•Gastos susceptibles de ser individualizados, pero que no lo están.

			•Repercusión al arrendatario de los gastos de comunidad indicando solo su importe mensual.

			•Exigencia de que se determine el importe anual de las cuotas en VPO.

			•Impago del IBI: opone el arrendatario prescripción.

			•Impago del IBI en VPO.

			•Repercusión tasa de basuras al arrendatario cuando no se ha previsto en el contrato.

			•Repercusión obras: nuevo ascensor en lugar de reparación del existente.

			•Repercusión obras por daños imputables al arrendatario.

			•Obras de rehabilitación con subvención del Ayuntamiento y promovidas en parte por él, en contrato posterior al 1 de julio de 1964.

			•Repercusión conforme a Disposición Transitoria. Obras ejecutadas con una antelación de 8 años a la presentación demanda.

			•Oposición del inquilino a la repercusión y demanda de desahucio acumulando acción de reclamación de cantidad por, entre otros conceptos, el importe de la repercusión.

			•Cláusula contractual por la que el impuesto lo asume el arrendador.

			•No se acompañó el recibo del IBI al requerimiento hecho al arrendatario.

			•El arrendatario se opone cuando se le notifica el importe del IBI que se le va a repercutir.

			•Reclamación IBI sin hacer referencia a su cálculo. Coincidencia de este con el realizado en ejercicios anteriores que fueron abonados.

			•Repercusión por el arrendador sin haber procedido a su pago previo.

			•Acción de desahucio ejercitada por el nudo propietario.

			•Acción de desahucio ejercitada por el nudo propietario que se ha subrogado en el contrato de arrendamiento. Reclamación de cantidad.

			•Acción de desahucio ejercitada por el coheredero sin que haya aceptado expresamente la herencia.

			•Ejercicio por el heredero del derecho a deliberar. Aceptación a beneficio de inventario. Legitimación para ejercitar acción de desahucio.

			•Acción de desahucio por falta de pago ejercitada por el adquirente de la finca arrendada por impago de renta anterior a la transmisión.

			•Acción de desahucio ejercitada por el adquirente en subasta judicial. Reclamación de rentas.

			•Acción ejercitada por el cónyuge no arrendador para recuperar el bien ganancial.

			•Acción de desahucio por falta de pago y reclamación de cantidad por deudas previas a la cesión del contrato por el arrendatario.

			•Acción de desahucio por falta de pago de vivienda y reclamación de cantidad en caso de impago de la parte de la renta con la que contribuía uno de los coarrendatarios que ha abandonado la finca vigente el contrato de arrendamiento y dejado de abonar parte de la renta.

			•Desahucio por falta de pago y reclamación de cantidad contra el cónyuge que ocupa la vivienda por tener atribuido su uso e impago de renta anterior a la subrogación.

			•Abandono de la vivienda. No comunicación por el cónyuge que ocupa la vivienda en el plazo de un mes su voluntad de subrogación. Acción de desahucio por falta de pago y reclamación de cantidad.

			•Desistimiento del contrato de arrendamiento de la vivienda. No hay requerimiento del arrendador al cónyuge no titular para que en el plazo de 15 días manifieste si opta por subrogarse en el contrato. Acción de desahucio por falta de pago y reclamación de cantidad.

			•Desahucio de agente diplomático o consular que ha arrendado un inmueble y no paga la renta. Se alega inmunidad de jurisdicción.

			•Acción de desahucio ejercitada contra AENA por un contrato de arrendamiento de local para restauración.

			•El demandado plantea declinatoria por considerar que el convenio arbitral no es válido.

			•Demanda de desahucio presentada antes de la declaración del concurso, pero aún no admitida.

			•Demanda de desahucio presentada cuando se ha declarado la conclusión del procedimiento.

			•Demanda de desahucio presentada cuando se hubiera incumplido el plan de pagos y el arrendador pretendiera la resolución del contrato.

			•Demanda de desahucio a la que se acumula reclamación de cantidad presentada después de la declaración de concurso.

			•Demanda de desahucio y acumulación de cantidad frente al arrendatario y avalista presentada después de la declaración de concurso.

			•Medida cautelar consistente en la suspensión de un proceso de desahucio.

			•Ejecución de una sentencia dictada por un tribunal extranjero acordando el lanzamiento en un desahucio por falta de pago.

			•Sentencia de desahucio dictada por el Juez ordinario. Solicitud de ejecución.

			•Sentencia de desahucio dictada por el Juez ordinario. Solicitud de ejecución respecto de la reclamación de cantidad.

			•Se opone falsedad en documento que presenta el demandado para acreditar el pago.

			•Se ejercita acción de desahucio por falta de pago de renta en la que se incluye el IVA. Se opone su improcedencia conforme a normas fiscales.

			•Se ejercita acción de desahucio por falta de pago de renta en la que se incluye el IVA. Se opone su improcedencia por caducidad tributaria.

			•Desahucio por falta de pago y proceso falta de pago y proceso ordinario sobre nulidad de contrato de arrendamiento.

			•Desahucio por falta de pago y proceso ordinario para obtener la resolución del contrato de arrendamiento por cesión inconsentida.

			•Desahucio por falta de pago y proceso ordinario sobre suspensión del pago del contrato de arrendamiento vigente entre las partes por inhabitabilidad de la vivienda hasta tanto concluyan las obras de mejora, con suspensión del pago de la renta.

			•Desahucio por falta de pago y proceso ordinario para determinación de cantidades debidas por el arrendatario.

			•Desahucio por falta de pago y proceso ordinario en ejercicio de la acción de retracto.

			•Desahucio por falta de pago y proceso ordinario por incumplimiento de las obligaciones por el arrendador.

			•Desahucio por falta de pago y proceso ordinario sobre resolución del contrato que atribuye la propiedad del inmueble al actor.

			•Desahucio por falta de pago y desahucio por expiración de plazo.

			•Admisión de interviniente en desahucio. Posterior juicio verbal por entrega voluntaria del inmueble. No participación del interviniente.

			•Desahucio por falta de pago y reclamación de cantidad. Fallecimiento del arrendatario y desistimiento de la acción de desahucio por entrega de las llaves por la viuda del arrendatario.

			•Fusión de sociedades. Sucesión «inter vivos» o «mortis causa».

			•Se solicita la asistencia jurídica gratuita fuera del plazo de tres días, pero dentro del plazo para oponerse.

			•Se solicita la asistencia jurídica gratuita. Se suspende el plazo para oponerse. Cuando se le designan profesionales manifiesta que se ha puesto al corriente en el pago y que procedía la enervación.

			•Requerimiento previo enviado al fiador solidario por burofax en el que figura «No entregado. Dejado aviso».

			•Requerimiento previo enviado al fiador solidario por burofax en el que figura «No entregado. Desconocido».

			•Requerimiento previo a la sociedad arrendataria de la que era administrador uno de los fiadores. Demanda frente a la sociedad y los dos fiadores, no siendo uno de ellos administrador.

			•Requerimiento previo dirigido al fiador en el domicilio del arrendatario al no constar otro distinto.

			•El actor alega en la demanda que el demandado no puede enervar, pero no aporta documentación que lo justifique.

			•Inadmisión demanda por no considerar que el contrato era de arrendamiento de industria.

			•Requerimiento a la demandada practicado el 16 de agosto de 2017, escrito de oposición presentado el 18 de septiembre. Computo del plazo de 10 días para decidir sobre su admisión.

			•Requerimiento en que se hace constar condonación de deudas cuando el actor no lo indicó en su demanda.

			•Requerimiento por edictos. Persona jurídica.

			•Informe favorable de los servicios sociales. Se desestima por la actitud de los arrendatarios.

			•Arrendatario recibe ayudas.

			•Vulnerabilidad arrendador y arrendatario.

			•Entrega de llaves y pago de la cantidad debida: satisfacción extraprocesal y costas.

			•Requerimiento previo no recogido por el arrendatario.

			•Oposición del actor a la enervación. Rentas pendientes al momento del juicio, pero no al plazo de diez días del requerimiento.

			•El demandado opone la enervación de la acción y consigna el importe de las rentas debidas, pero no de 48 euros que se reclamaban por actualizaciones, el demandante se opone a que se declare enervada la acción y en el juicio se opone el arrendatario a la actualización.

			•Ejecución de la garantía del aval bancario con posterioridad a la presentación de la demanda.

			•Pago mediante transferencia en el plazo de 10 días desde el requerimiento sin comunicárselo al arrendador.

			•Requerimiento genérico no válido. Ejemplo.

			•Remisión correo certificado con acuse de recibo sin certificar su contenido.

			•Requerimiento recibido por coarrendataria.

			•Requerimiento a la hija del arrendatario que normalmente era quien actuaba de interlocutora.

			•Requerimiento no recogido remitido por entidad que no era la propietaria y no decía actuar en nombre de la propiedad.

			•Enervación anterior a la LAU 1994.

			•Oposición en la ejecución por no estar conforme con las cantidades fijadas en el decreto como debidas.

			•El demandado opone la «exceptio non adimpleti contractus».

			•Desestimación de la acción de desahucio por estimación de la compensación.

			•Compensación con cantidades reclamadas en otro procedimiento.

			•Compensación con cantidades cobradas en concepto de gastos comunitarios de lo que no debía responder.

			•Compensación rentas con cantidades abonadas de forma duplicada.

			•Compensación con fianza.

			•Cláusula «rebus sic stantibus».

			•El demandado opone falta de legitimación por no ser el actor el propietario del inmueble arrendado. Doctrina de los actos propios.

			•Opone el demandado la existencia de litisconsorcio activo por haber presentado la demanda solo uno de los coarrendadores.

			•Opone litisconsorcio por no haberse demandado al cesionario.

			•Opone litisconsorcio por no haberse demandado al subarrendatario.

			•Opone litisconsorcio por no haberse demandado al tercero existiendo estipulación a su favor.

			•Opone litisconsorcio por no haberse demandado a todos los comuneros.

			•Opone litisconsorcio por no haberse demandado al fiador.

			•Opone litisconsorcio por no haberse demandado al cónyuge a quien se ha atribuido el uso de la vivienda sin comunicación de tal hecho al arrendador.

			•Opone cosa juzgada por haber haberse en anterior proceso enervado la acción por impago de gastos de comunidad y portería, y oponerse a que su impago sea causa de resolución en posterior litigio.

			•Preclusión por no haberse reclamado en un proceso de desahucio cantidades vencidas y reclamarse en un proceso de desahucio posterior.

			•Desistimiento del contrato por el arrendatario previo a la interposición de la demanda de desahucio. Estimación de la reclamación de cantidad hasta la fecha de la resolución.

			•El arrendador reclama el pago de las cantidades debidas por burofax, no siendo atendido, presenta demanda en la que se amplía la reclamación a las rentas posteriormente vencidas: fecha de devengo de los intereses.

			•Entrega de llaves en la oficina judicial previo a la sentencia, que no se comunica al arrendador por el Juzgado.

			•Oposición a la ampliación a la reclamación de rentas conforme al artículo 220 LEC, por ser un tercero el que no devuelve la posesión.

			•Reintegro de posesión después del día fijado para el pago mensual de la renta.

			•Se reclama por el arrendador, con base al artículo 220 LEC además de la renta cantidades por consumos.

			•Se reclama renta, parte había sido pagada antes de la demanda, pero el importe de condena es superior por la ampliación de rentas.

			•Incumplimiento del arrendador alegado en proceso de desahucio y no estimado. Posterior demanda de resolución de contrato por incumplimiento del contrato interpuesta por arrendatario.

			•Sentencia de desahucio que declara la resolución del contrato por impago. Demanda de juicio ordinario para que se declare resuelto el contrato por desistimiento unilateral del arrendatario.

			•Sentencia de desahucio que declara la resolución del contrato por impago. Demanda de juicio ordinario para que se declara la nulidad del contrato de arrendamiento.

			•Sentencia absolutoria del desahucio y condenatoria de la reclamación de cantidad: pronunciamiento en cuanto al artículo 220 LEC. Incardinación en el apartado 1.º.

			•Pretensión del arrendador de que se extiendan al fiador los efectos de la sentencia dictada contra el arrendatario.

			Capítulo 2. DESAHUCIO POR EXPIRACIÓN DE PLAZO

			•Cláusula penal que impone el triple de la renta en caso de retraso en el desalojo de un local. Se solicita la moderación por el demandado.

			•Presentación demanda cuando el contrato estaba vigente. Transcurso del plazo durante el procedimiento.

			•Resolución parcial o extinción por expiración plazo. Contrato de arrendamiento de vivienda y plaza de garaje, con subrogación del arrendador solo en el arrendamiento de vivienda por transmisión, de forma separada, de esta. Tácita reconducción. Requerimiento solo del arrendador de la vivienda de desalojo.

			•Opone el demandado que no pudo ejercitar el derecho de retracto o tanteo.

			•Contrato cuya prórroga obligatoria era de 3 años. Acuerdo por el que se amplía el plazo cuando ya rige el Real Decreto-ley 21/2018, que estableció una duración obligatoria de 5 años.

			•Renuncia en el contrato o pacto posterior a la cláusula de prórroga obligatoria.

			•Vivienda de Protección Pública. Plazo de duración del contrato.

			•Contratos sucesivos de arrendamiento de temporada.

			•Renuncia en el contrato a la prórroga del artículo 10.1 LAU. No remisión de comunicación previa por el arrendador.

			•Recepción del burofax. No acreditación de su contenido.

			•No recepción del burofax por la pasividad del demandado.

			•Envío del requerimiento al domicilio arrendado sin que se encontrara el destinatario por ser desconocido.

			•Requerimiento hecho por un tercero que no tiene autorización escrita del arrendador. Presentación de demanda por expiración de plazo por el arrendador.

			•Comunicación de no renovación anterior a los 30 días, pero recepción posterior a ese plazo.

			•Comunicación de no renovación por el arrendador iniciado el período de prórroga del artículo 10.1 LAU.

			•Acuerdo por el que se acorta el período de prórroga establecido en el artículo 10.1 LAU, una vez ha comenzado a regir.

			•Después de la denuncia del contrato por el arrendador mantenimiento de la ocupación por el arrendatario y abono de renta. Actos propios.

			•Se alega por el demandado la novación del contrato por alteración en el importe de la renta para que vuelva a contar el cómputo del período de duración obligatoria frente a la acción de desahucio por expiración de plazo ejercitada por el arrendador.

			•Acuerdo relativo a la duración del contrato. Computo del plazo de prórroga obligatoria.

			•Prórroga de año en año salvo voluntad en contra del arrendatario. Prórroga vitalicia.

			•Acción de desahucio por expiración de plazo ejercitada antes de que transcurriera el plazo de 6 meses. Petición del arrendatario de acogerse al Real Decreto-ley 11/2020 posterior a la presentación de la demanda.

			•Acción de desahucio por expiración de plazo a la que se opone acumulación de prórrogas extraordinarias por la entrada en vigor de los distintos Reales Decretos que se han ido sucediendo.

			•Duración pactada en el contrato de 3 años coincidente con la prórroga obligatoria en vigor por la fecha de su celebración. Prórroga extraordinaria del contrato conforme al Real Decreto-ley 11/2020, de 30 de marzo.

			•Requerimiento realizado cuando está pendiente un juicio anterior de desahucio que finalizó declarándose enervada la acción. Demanda de desahucio por expiración de plazo que fue desestimada por no dar validez al requerimiento. Posterior demanda de desahucio por expiración de plazo con el mismo requerimiento.

			•Acción de desahucio por expiración de plazo en que el requerimiento es el mismo en que se fundó una anterior demandada de desahucio por expiración de plazo de la que se desistió.

			•Renta anual fijada en el contrato en un importe determinado pagadera por meses.

			•Minusvalía declarada con posterioridad al momento del fallecimiento del arrendador. Duración del contrato.

			•Contrato de arrendamiento celebrado en 1980. Traspaso de local de negocio en 2002. Duración.

			•Traspaso o subrogación en los 10 años anteriores a la entrada en vigor de la LAU a favor de persona física.

			•Contrato celebrado en 2016. Transmisión del inmueble haciéndose constar en la escritura que la vivienda se encuentra arrendada.

			•Contrato de arrendamiento no inscrito en el Registro de la Propiedad haciéndose constar en la escritura de compraventa que la finca no estaba arrendada. Comprador gestor de inmuebles.

			•Arrendamiento de dos locales por una comunidad, ejercicio de la acción de desahucio solo respecto de un local.

			•Acción de desahucio por expiración de plazo de quien ostenta un 50% del proindiviso con oposición del otro comunero.

			•Acción de desahucio por expiración de plazo de un comunero contra otro comunero.

			•Desahucio por expiración plazo y delito de prevaricación administrativa, malversación de caudales públicos y fraude.

			•Desahucio por expiración de plazo: Fallecimiento del arrendador y sucesión de la viuda.

			•Acción de desahucio por expiración de plazo y acción de reclamación de cantidad por rentas impagadas e indemnización por incumplimiento del plazo establecido para el desalojo.

			•Aportación en la vista del burofax por el que el arrendador comunicaba que no tenía intención de prorrogar el contrato.

			•Desahucio por expiración de plazo y acumulación de cantidad. Sentencia absolutoria. Impago de cantidades posteriores a la presentación de la demanda.

			•Opone el demandado cosa juzgada por haberse ejercitado acción de desahucio por expiración de plazo con anterioridad y determinado el plazo de duración en el primero.

			Capítulo 3. DESAHUCIO POR PRECARIO

			•Opone el demandado retención de la posesión del inmueble por incumplimiento del actor de su obligación de pagar el precio de compraventa.

			•Desahucio por expiración de plazo por adjudicatario en procedimiento hipotecario.

			•Desahucio por expiración de plazo frente a arrendatario de local de negocio por contrato anterior a la Ley de 9 de mayo de 1985, en que hay una subrogación y un traspaso anterior a la entrada en vigor de la LAU.

			•Desahucio por expiración de plazo por la jubilación del arrendatario previa a la entrada en vigor de la LAU.

			•Transmisión del inmueble arrendado. Ejercicio por el adquirente de acción de desahucio en precario frente al arrendatario.

			•Aportación de nota simple informativa para acreditar la condición del dueño y su legitimación para ejercitar la acción de desahucio.

			•Legitimación de los comuneros para ejercitar la acción de desahucio en precario frente a un tercero cuando está conforme solo el 50%.

			•Acción de desahucio dirigida frente a un coheredero que ocupa en exclusiva el bien.

			•Acción de desahucio ejercitada por la usufructuaria universal de la herencia y coheredera del 50% contra otro coheredero.

			•Acción de desahucio por precario ejercitada por el nudo propietario.

			•Acción de desahucio ejercitada por usufructuario frente a nudo propietario. Extinción de derecho por no uso.

			•Finca que forma una unidad funcional con otros inmuebles registrales sin separación física entre ellos.

			•Desahucio dirigido contra el hermano del ocupante de la vivienda, antiguo propietario contra el que se seguía la ejecución hipotecaria.

			•Sentencia de divorcio que atribuye el uso de la vivienda familiar al hijo menor de edad y a la madre en cuya compañía quedaba. Desahucio en precario una vez que el hijo ha alcanzado la mayoría de edad.

			•Desahucio en precario dirigido contra quien ocupa una vivienda que ha construido sobre la finca del demandante con dinero de la sociedad de gananciales.

			•Desahucio en precario contra quien ocupa la vivienda propiedad del demandante sobre la que ha hecho reformas.

			•Cesión vivienda por los padres de uno de los miembros de la pareja para que sirva de hogar familiar. Comodato.

			•Atribución del uso de la vivienda familiar a un excónyuge y ejercicio de la acción de desahucio en precario por el excónyuge propietario de la vivienda frente al que la ocupa con su excónyuge.

			•Acción de desahucio en precario por un tercero frente al ocupante que tiene atribuido su uso por resolución judicial en proceso matrimonial.

			•Acción de desahucio en precario ejercida por la hermana copropietaria del inmueble junto al excónyuge de la ocupante, cuyo uso tiene atribuido por resolución judicial.

			•Acción de desahucio en precario ejercitada por un tercero que ha adquirido del cónyuge titular del derecho de propiedad una vez dictada sentencia que atribuye el uso de la vivienda al otro cónyuge.

			•Acción de desahucio ejercida por el propietario que ha cedido el uso de la vivienda a uno de los cónyuges mediante contrato y se atribuye el uso de la vivienda al cónyuge no contratante.

			•Desahucio por precario frente a pareja de hecho que ocupa la vivienda adquirida mientras la unión existió.

			•Desahucio por precario de la propietaria del inmueble frente a la pareja sentimental del hijo fallecido.

			•Derecho de habitación.

			•Opone el demandado contrato de arrendamiento como título que le legítima para la posesión.

			•Opone el demandado el empadronamiento como título frente a la acción de desahucio por precario.

			•Opone el demandado haber adquirido el inmueble por prescripción adquisitiva.

			•Desahucio precario y delito de usurpación.

			•Desahucio precario y estafa al no haber cumplido un contrato de permuta.

			•Desahucio en precario y proceso contencioso-administrativo sobre denegación de petición de acogerse al régimen excepcional de alquiler de vivienda.

			•Desahucio por precario y juicio ordinario sobre nulidad del título de propiedad.

			•Desahucio por precario y juicio ordinario sobre prescripción adquisitiva.

			•Solicitud de asistencia jurídica gratuita que es denegada por falta de documentación. Nueva solicitud en que se le reconoce ese derecho. Solicita nulidad de actuaciones.

			•Acción de desahucio por precario ejercitada por la viuda a quien le corresponde la legitima viudal, tras la renuncia a la herencia de sus cinco hijos.

			•Fallecimiento del usufructuario que había ejercitado acción de desahucio en precario. Legitimación para solicitar la ejecución de la sentencia.

			•Acción de desahucio por precario ejercitada por el tutor de la propietaria del inmueble, frente a uno de los hijos de la tutelada, que fallece durante el curso de proceso.

			•Acción de desahucio por precario estimatoria. Fallecimiento de la ejecutante. Personación de su hija coheredera con el ejecutado del bien objeto de ejecución.

			•Desahucio precario contra ignorados ocupantes, que son los deudores hipotecarios.

			•Existencia, con posterioridad al emplazamiento, de personas distintas con las que se entendió tal acto de comunicación.

			•Emplazamiento por edictos al no encontrarse a ninguna persona en el inmueble. Demanda dirigida frente a los ocupantes ignorados. Efectos en la sentencia.

			•El demandado opone la prescripción de la acción.

			•Frente a la acción de desahucio por precario se reconviene por haber realizado reformas en la vivienda y se pide indemnización.

			•Costas. No hay previo requerimiento.

			•Aportación con la demanda de una nota registral y posteriormente de la escritura de compraventa.

			•Se ejercita acción de desahucio en precario contra uno de los ocupantes de la vivienda sin mencionar a los demás integrantes de la unidad familiar. El demandado opone la excepción de litisconsorcio.

			•Se ejercita acción de desahucio en precario contra uno de los ocupantes de la vivienda estando ocupada por dos personas.

			•Se ejercita acción de desahucio en precario contra los ignorados ocupantes de la vivienda, siendo estos los antiguos propietarios de la vivienda que tenía carácter ganancial. Se opone la excepción de litisconsorcio.

			•Demanda de desahucio de precario y posterior demanda de juicio ordinario sobre uso alternado entre comuneros. Se opone cosa juzgada.

			•Demanda de desahucio en precario interpuesta por el adjudicatario en proceso hipotecario de la vivienda que fue desestimada por existencia de contrato de arrendamiento. Posterior demanda de desahucio por precario interpuesta por el cesionario del adjudicatario. El demandado opone cosa juzgada.

			Capítulo 4. INTERDICTO FRENTE A OKUPAS

			•Interdicto frente a quien ocupa una vivienda de la que son propietarios. El demandado alega ser el propietario.

			•Acción interdictal ejercitada por adquirente de la vivienda que, al tiempo de la adquisición, ya ha sido ocupada por un tercero.

			•Acción interdictal a la que se opone la existencia de un contrato de arrendamiento suscrito con el anterior propietario al que posteriormente se le resolvió por incumplimiento el contrato de compraventa.

			•Acción interdictal frente a quien posee la vivienda por ser su anterior propietario.

			•Entidad privada con participación estatal: falta de legitimación.

			•Ayuntamiento que no ha registrado la vivienda en el inventario como vivienda social.

			•Comunidad de propietarios titular de una portería: legitimación.

			•Acción de desahucio ejercitada por heredero que no ha poseído previamente el inmueble ocupado.

			•Aportación por el actor, en el juicio, del acta de lanzamiento por la que se le puso en posesión de la vivienda.

			Capítulo 5. RECURSOS

			•Recurso de apelación alegando nulidad del juicio de desahucio por falta de pago. Requisito de consignación.

			•Recurso de apelación contra el pronunciamiento condenatorio al pago de cantidad, aquietándose al desahucio. Exigencia de consignación.

			•Entrega de llaves después de haber presentado recurso de apelación interesando la revocación del pronunciamiento acordando el desahucio.

			•Demandado en situación de concurso.

			•Acción de desahucio y reclamación de cantidad. Disconformidad del apelante con la condena dineraria. Consignación.

			•Desahucio por expiración plazo. Reclamación indemnización por ocupación. Consignación.

			•Demanda de desahucio por falta de pago. Escrito solicitando que se declare enervada la acción que es rechazado por extemporáneo. Aportación de extracto bancario para interponer recurso. Efectos de la acreditación del pago en el recurso.

			Capítulo 6. TASACIÓN DE COSTAS. EJECUCIÓN

			•Aplicación del límite del tercio cuando se trata de renta antigua.

			•Impugnación por no justificar haber abonado la minuta al letrado.

			•Impugnación de honorarios de letrado por no corresponder con la cuantía del litigio fijada en la demanda.

			•Demanda de desahucio por falta de pago en la que se acumula reclamación de cantidad sin que se solicite el pago de las rentas que vencieran posteriormente a su presentación. Solicitud de ampliación del despacho de ejecución conforme al artículo 578 LEC.

			•Demanda ejecutiva de sentencia condenando al desalojo de la vivienda y al pago de una cantidad en concepto de rentas vencidas y a las que se devenguen hasta la entrega de posesión. Despacho por el principal y una cantidad presupuestada para intereses y costas. Aplicación del límite del artículo 575.1 bis LEC.

			•Se alega, como causa de oposición, encontrarse el ejecutado en situación de vulnerabilidad.

			•Desahucio por falta de pago al que se acumula la acción de reclamación de cantidad. Decreto poniéndolo fin por falta de oposición. Demanda ejecutiva interpuesta transcurrido el plazo de cinco años.

			•Aplicación fianza. Compensación o pluspetición.

			•Legitimación del cónyuge titular del uso que no ha sido condenado en sentencia.

			•Desahucio y reclamación de cantidad. Despacho por cantidad presupuestada por costas cuando tenga asistencia jurídica gratuita. Oposición por improcedencia del despacho por costas.
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INTRODUCCIÓN

			En el año 2012, con motivo de la reforma llevada a cabo por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, que extendió al desahucio por falta de pago el sistema del proceso monitorio, publique el libro El desahucio exprés por falta de pago, analizando los problemas prácticos que se estaban suscitando en su aplicación. La Ley 4/2013 trató de subsanar deficiencias de técnica legislativa que surgieron con la implantación del nuevo sistema (plazo para la enervación, posibilidad de ejecución directa cuando el proceso finalice por decreto, lanzamiento sin previa resolución de contrato…), aunque las dificultades prácticas en muchos aspectos continuaron.

			También con la Reforma de 2011 se pretendió dar mayor agilidad a los demás procesos de desahucio, al introducir un apartado 4.º al artículo 440 LEC, ya con relación a «todos los casos de desahucio», en que se determinaba el dictado de una sentencia declarando el desahucio sin más trámites en caso de incomparecencia a la vista, la citación para recibir la notificación de la sentencia en el sexto día del fijado para la vista, el señalamiento de día y hora para el lanzamiento en la resolución admitiendo la demanda, la previsión de que el lanzamiento debía tener lugar antes de un mes desde la fecha señalada para la vista, y la ejecución directa, pero esta previsión no tuvo en cuenta las diferencias de estos procedimientos con el desahucio por falta de pago, lo que se acentuó con la reforma de este párrafo por la Ley 4/2013 que en lugar de exigir que en el decreto de admisión se fijara la fecha y hora de lanzamiento lo que establece es que debe señalarse cuando hubiera «oposición», como si todos los desahucios se tramitaran conforme al sistema del proceso monitorio.

			La supresión por la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de la necesidad de vista en los desahucios por expiración de plazo o por precario, aún creo más confusión, pues las referencias a «vista», en el artículo 440 LEC no se suprimieron, como si tuviera, que celebrarse en todo caso.

			Por otro lado, y ante la demanda social de medidas por el fenómeno de los okupas, se decidió crear una modalidad de interdicto posesorio por Ley 5/2018, de 11 de junio, que, desde un primer momento, creo polémica dado lo confuso de su naturaleza y lo limitado de la legitimación y que, desde luego, no ha logrado satisfacer las expectativas creadas, aparte de introducir en su preámbulo dudas sobre la aplicación del desahucio por precario en el caso de ocupación ilegal, en contra de la jurisprudencia consolidada que venía admitiéndolo.

			Debe destacarse, por último, el Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, que añadió el apartado 5.º del artículo 441 LEC permitiendo la suspensión del procedimiento de desahucio por falta de pago o expiración de plazo hasta que se adopten las medidas que los servicios sociales estimen oportunas durante el plazo de uno o tres meses, cuando se trate del desahucio de vivienda y el demandado se encontrara en situación de vulnerabilidad. Este precepto ha sido modificado por la Ley 12/2023, de 24 de mayo, que amplió el ámbito de protección, cuando se identifiquen situaciones de vulnerabilidad a todos los desahucios y al interdicto frente a okupas e incrementó los plazos de suspensión hasta dos y cuatro meses. Paralelamente, con motivo del COVID-19, el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, permitió la suspensión, no solo en los desahucios por falta de pago o por expiración de plazo, sino también en los desahucios por precario, del procedimiento o del lanzamiento en caso de vulnerabilidad, que se ha ido prorrogando hasta el 31 de diciembre de 2025, con la dificultad práctica que conlleva armonizar ambas regulaciones.

			A este panorama nada ha aclarado el Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, que se ha limitado a modificar la numeración de los artículos, en esta materia, con los problemas de adaptación que supone. Y nuevas dificultades interpretativas ha originado la Ley Orgánica 1/2025 (que ha entrado en vigor el 3 de abril) con la exigencia de una previa actividad negociadora, como requisito de procedibilidad (salvo para los interdictos) y la modificación del juicio verbal con la anticipación del momento de proposición de prueba y resolución de las cuestiones procesales a un momento anterior para evitar, en lo posible, la celebración de vistas.

			Tantas reformas en tan poco tiempo ponen de manifiesto su fracaso y el caos interpretativo que origina un sistema legislativo a través de «parches» como el que se está produciendo.

			En este libro he decidido por ello no solo analizar el desahucio por falta de pago, sino también los otros procedimientos de desahucio y el interdicto frente a okupas, que tienen en común conseguir el lanzamiento de su ocupante de un inmueble en que no tiene derecho a continuar (ya sea por incumplimiento de contrato, expiración de plazo o por carecer de título), y para los que el legislador ha establecido algunos preceptos comunes, siendo necesario distinguir el ámbito de aplicación de cada uno de ellos y las exigencias que sus especialidades requieren observar en la práctica.

			Se inicia el libro con un examen del desahucio por falta de pago, en que se desarrollan los distintos aspectos, no solo procedimentales, sino también sustantivos, al ser esenciales para conocer los motivos de oposición que pudieran plantearse, y, a continuación, se examinan los otros tres procedimientos referenciándose al desahucio por falta de pago en aquello que no haya variaciones para no ser reiterativa. Se ha dado especial relevancia a los casos concretos extraídos de la jurisprudencia de nuestros Tribunales, para que pueda tenerse una visión práctica de los problemas que surgen. Al analizar las distintas cuestiones, y sin perjuicio de proporcionar una visión global, no me he limitado a transcribir los extractos jurisprudenciales que se reiteran en una y otra sentencia, sino a dar los antecedentes necesarios del supuesto para comprender cómo se ha aplicado en el caso concreto.

			Es un libro, pues, eminentemente práctico dirigido a los profesionales del derecho para que, en una materia tan compleja, puedan, de forma rápida conocer las distintas soluciones que la doctrina y la jurisprudencia han construido sobre las cuestiones que han ido surgiendo.

		

	
		
			CAPÍTULO 1

			
DESAHUCIO POR FALTA DE PAGO

			
1. NATURALEZA

			Con la Reforma 37/2011, de agilización procesal, se ha implantado la técnica del juicio monitorio a los juicios de desahucio por falta de pago, en el sentido de que, una vez admitida a trámite la demanda, se acompaña al decreto que se dicte de un requerimiento al demandado para que, en un plazo determinado, atienda al mismo o se oponga. Se pretende dar mayor agilidad al proceso para reintegrar al dueño de la finca de la posesión de esta de que se haya visto privado en virtud del contrato locativo. Y, se limitan los supuestos de celebración de juicio a aquellos en que hubiera oposición del demandado (o demandante, en caso de que se pretendiera enervación y no estuviera conforme). El carácter del juicio sigue siendo sumario, ya que, en caso de oposición, existe una limitación de las alegaciones de las partes, así como de la cognición judicial. Según indica la STS de 2 de septiembre de 1997 «[…] el procedimiento de desahucio ha de circunscribirse a los términos sencillos y claros propios de un proceso sumario y rápido, en el que no pueden solventarse situaciones complicadas que requieren una más amplia discusión, rodeada de mayores garantías, si no se quiere correr el peligro de producir indefensión o error y sobre todo de ocasionar con violencia jurídica la resolución del contrato de arrendamiento correspondiente (SSTS de 18 de diciembre de 1953, 14 de mayo de 1955, 17 de marzo de 1968, 9 de diciembre de 1972 y 12 de marzo de 1985, entre muchas otras)». De modo que, como declaró la STS de 26 de marzo de 1979, siguiendo las SSTS de 21 de junio de 1945 y 14 de mayo de 1955, dada la finalidad que este proceso persigue de obtener la resolución del contrato preexistente de arrendamiento por alguna de las causas determinadas en la ley, no admite de ordinario el examen de otras cuestiones que las referentes al derecho del arrendador para desalojar de la finca al arrendatario y de este a permanecer en ella, siendo todas las demás que se aleguen u opongan extrañas a tal procedimiento y a ventilar en el juicio declarativo.

			El juicio resulta, pues, inadecuado cuando a lo largo del proceso sale a la luz la existencia de una cuestión compleja, como las que se plantean cuando la causa invocada sea ambigua, complicada u oscura o cuando aparece como discutible la verdadera naturaleza jurídica del contrato en el que se basa la demanda (SSTS de 10 de marzo de 1993, 16 de febrero de 1994, 16 de febrero de 2000 y 3 de diciembre de 2001). La complejidad debe ser objetiva «en cuanto nacida del mismo título que invoque la demandante y, además, que tal complejidad determine, o bien que no puede calificarse de arrendamiento la relación jurídica existente entre las partes, o bien que, estando anudadas a la relación arrendaticia contraprestaciones que excedan de las que ordinariamente se incluyen en este tipo de contratos, lo conviertan en un arrendamiento complejo» (SAP Baleares, Sec. 3.ª, de 27 de junio de 2016). De modo que ha de tratarse de una cuestión que, sin haber sido creada artificialmente por la demandada, revela la concurrencia de una situación en la que lo que enfrenta a las partes no es, únicamente, el pago o impago de las rentas, sino la existencia de relaciones contractuales cuyo examen y consecuencias exceden del marco del juicio de desahucio por falta de pago de las rentas o que exigen una declaración de derechos previa a poder dar satisfacción a la pretensión actor. Evidentemente, ello no afecta a las excepciones procesales, pues no puede pretenderse que se remita a un juicio plenario posterior cuestiones relativas a la regular constitución de la litis, pudiendo resolverse cuestiones como la falta de legitimación de las partes1 o la inadecuación de procedimiento (ACHÓN BRUÑÉN2), pero sí obsta a que pueda conocerse cualquier cuestión relacionada con la validez o vigencia del título (STS de 24 de junio de 2020).

			Supuesto: Opone el arrendatario cuestión compleja por inexistencia de contrato de arrendamiento.

			La SAP Baleares, Sección 3.ª, de 13 de octubre de 2016, en un supuesto en que se alegó la inexistencia del contrato, consideró que existía una cuestión compleja que impedía estimar la acción de desahucio ejercitada para lo que tuvo en cuenta el importe muy reducido de la renta, y la posible adjudicación por herencia del piso a la demandada.

			Supuesto: El arrendatario opone perturbaciones de hecho o de derecho en el uso del inmueble arrendado a la falta de pago de la renta.

			El arrendatario no puede justificar el impago alegando una perturbación de hecho o derecho imputable al arrendador, como pueda ser la falta de reparación de desperfectos que afecten a la habitabilidad de la vivienda (SAP Madrid, Sec. 10.ª, de 5 de febrero de 2010; SAP León, Sec. 1.ª, de 22 de junio de 2011); así y con relación a la inhabilidad del inmueble arrendado la SAP Alicante, Sección 5.ª, de 27 de enero de 2010, declaró: «no puede compartirse la conclusión judicial de que por la alegación inhabilidad del objeto del arrendamiento deba entenderse que nos encontramos ante la mencionada cuestión compleja. […] El problema sobre la imposibilidad de ejercer en el local el negocio de bar-cafetería […] puede suscitarse, como ya se ha hecho, por los arrendatarios en el correspondiente procedimiento ordinario pues, en su caso, les corresponde el derecho a pedir la resolución del contrato con arreglo a los artículos 1.124 CC y 27 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, bien ejercitando el derecho a suspender el contrato, y el consiguiente pago de la renta, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 26 de la última Ley citada, preceptos todos ellos de aplicación por la remisión que contiene el artículo 4.1 y 3 de la Ley especial citada».

			Supuesto: Opone el demandado cuestión compleja por exigírsele el IBI sin haber existido requerimiento previo.

			En un supuesto en que se debatía si el demandado debía abonar el IBI por no haber existido requerimiento previo, la STS de 18 de abril de 2013 declaró que estando ambas partes de acuerdo en la renta a abonar y «discutiéndose únicamente el pago del IBI», por «su limitado recorrido puede debatirse sin riesgo de indefensión en el juicio de desahucio». Y descartó que existiera una cuestión compleja que impidiera conocer de la acción de desahucio ejercitada por su impago.

			Supuesto: Opone el demandado cuestión compleja por exigírsele la actualización de renta cuando previamente se había opuesto.

			La SAP Burgos, Sección 3.ª, de 23 de febrero de 2005, consideró que, en el juicio de desahucio, puede analizarse los motivos por los que se hubiera opuesto el arrendador al requerimiento de actualización y constatar si ha existido o no una verdadera oposición, siendo solo cuando hubiera complejidad en las circunstancias que hubieran alegado para oponerse, cuando se considerara que debe analizarse sobre ellas en un juicio declarativo posterior y no en el juicio de desahucio.

			Supuesto: Opone el demandado la existencia de cuestión compleja por tener un derecho de opción de compra.

			No hay cuestión compleja por el hecho de que el arrendatario tuviera un derecho de opción de compra. Se trataría, en todo caso, de un contrato complejo, pero suma de dos contratos perfectamente diferenciables, cuya desvinculación, en el presente supuesto, en nada afecta a los intereses contractuales de las partes ni genera desequilibrio en las prestaciones (STS de 26 de enero de 1994; SAP Santa Cruz de Tenerife, Sec. 3.ª, de 28 de noviembre de 2008).

			Supuesto: Contrato de arrendamiento y opción de compra en que se acuerda la suspensión del ejercicio de la opción de compra.

			La SAP Málaga, Sección 4.ª, de 30 de septiembre de 2021, conoció de un supuesto en que el inmueble arrendado sobre el que el arrendatario tenía un derecho de opción de compra se encontraba gravado por una hipoteca y se había acordado la suspensión para el ejercicio del derecho de opción de compra hasta que se obtuviera su cancelación «sin necesidad de abonar renta adicional alguna». La Sala consideró que, si bien tal opción no influye en las prestaciones propias del contrato locativo, sin modificarlas o desnaturalizarlas en cuanto a lo que constituye el tipo legal que configura el arrendamiento, son contratos ligados entre sí, en que se estableció que los arrendatarios mientras durara esa situación no pagarían renta adicional alguna, por lo que no puede ejercer una acción de desahucio.

			Si a la acción de desahucio se acumula, no obstante, la acción de reclamación de cantidad, el proceso, en caso de oposición, tendrá un contenido más amplio, pues la acumulación no desnaturaliza las acciones que mantienen sus singularidades, con la naturaleza sumaria de la pretensión de desahucio y sus especialidades y la plenaria de la reclamación de cantidad (art. 497.2 LEC, en redacción dada por Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero).

			Ante el ejercicio de la acción acumulada de reclamación de rentas, el procedimiento resultante no queda limitado en cuanto a su objeto por la regulación establecida en el citado artículo 444.1 LEC, esto es, no rige la norma en virtud de la cual «solo se permitirá al demandado alegar y probar el pago o las circunstancias relativas a la procedencia de la enervación». Y deja de aplicarse la doctrina de las cuestiones complejas.

			Coinciden, pues, los motivos de oposición en el caso de que se ejercite solo una acción de desahucio, pero, además, pueden alegarse otros. Como señala la SAP Madrid, Sección 25.ª, de 26 de marzo de 2013: «Al tratarse de acciones diferentes, también pueden ser distintas las excepciones que puedan oponerse a una u otro, de modo que sería posible declarar el desahucio por demostrarse el impago, pero se condene al abono de una cantidad inferior a la debida. Todo ello supone que, ante la demanda de desahucio con reclamación de la deuda pendiente, la excepción de pago puede fundamentarse en que está satisfecha por no ser debida, lo cual implica analizar el derecho de crédito» .

			Supuesto: Acción de desahucio y reclamación de cantidad. Se alega la simulación del contrato.

			La SAP Madrid, Sección 9.ª, de 23 de enero de 2020, conoció de un supuesto en que se suscribió un contrato de arrendamiento con la nuera de los arrendadores, fijándose una renta de 400 euros/mensual y un plazo de 1 año. El hijo del arrendador tuvo que abandonar la vivienda al dictarse auto por el Juzgado de Violencia Sobre la Mujer, por el que se acuerda dictar Orden de Protección a favor de la nuera, prohibiéndole acercarse a menos de 500 metros de la víctima, así como a su domicilio. El arrendador ejercita, entonces, una acción de desahucio por falta de pago y reclamación de cantidad de las rentas correspondientes a los meses de enero de 2015 a marzo de 2019, ambas inclusive, más los suministros de luz y gas desde enero de 2017 a febrero de 2019. La arrendataria alegó la simulación del contrato.

			El problema de la alegación de la simulación es la prueba misma (que incumbe a la parte que la invoca) en la medida en que «las propias partes, al ir de común acuerdo, no siempre dejan pruebas o, al menos, indicios claros de su presencia» (STS de 4 de abril de 2012). Así pues, ante las dificultades que entraña la prueba plena de simulación de los contratos por el natural empeño que ponen los contratantes en hacer desaparecer todos los vestigios de esta y por aparentar que el negocio es cierto y efectivo reflejo de la realidad, es posible acreditarla deduciéndolo de la prueba indirecta de presunciones.

			La Sala, en este caso, consideró que el contrato fue simulado, y desestimó la acción de desahucio en atención:

			•Que solo fuera arrendataria la mujer de su hijo, cuando él era también ocupante de la vivienda.

			•La acción de desahucio se ejercite una vez se dicta orden de protección contra el hijo de la arrendadora que tiene que abandonar la vivienda.

			•Que no exista prueba, ni siquiera indiciaria, de que haya habido la más mínima reclamación de las rentas que mensualmente se iban devengando según el contrato, que se inició el 1 de septiembre de 2013.

			•Que a lo largo de los años de duración del contrato no se haya actualizado la renta, y se acordara una fianza cuyo abono no se ha acreditado.

			•Que se incluyeran en el contrato los gastos generales, sin concreción, y servicios y suministros del inmueble, cuyo contenido se ignora.

			Supuesto: Cláusula «rebus sic stantibus».

			La STS de 19 de junio de 2023 ha declarado que es posible la oponibilidad de la cláusula rebus sic stantibus en los juicios plenarios, si bien la mera referencia a la misma por vía de excepción en un escrito de contestación a la demanda no es suficiente para justificar un pronunciamiento específico sobre ella (Sentencia 822/2012, de 18 de enero) y que su posible ejercicio requiere su formulación expresa mediante una demanda reconvencional (Sentencia 658/2012, de 14 de noviembre). De modo que, en un juicio de desahucio por falta de pago, no puede oponerse, pero sí cuando se acumula la acción de reclamación de cantidad por la vía de la reconvención.

			Supuesto: Impago de IBI por no estar determinada la superficie.

			La SAP Pontevedra, Sección 3.ª, de 11 de enero de 2024 conoció de un supuesto en que el arrendador ejercita acción de desahucio y reclama el IBI que calcula. al no estar individualizada la cuota, aplicando el prorrateo a una superficie de 100 metros cuadrados que consideró sería la superficie de la vivienda del arrendatario. El cálculo lo efectuó partiendo de que ocupa la mitad de la planta primera que, según los datos del catastro, tenía 200 metros cuadrados. El actor anunció prueba pericial para que se determinará por un perito la superficie, pero no se aportó el dictamen.

			La Sala consideró que este procedimiento, por su carácter plenario, era adecuado para determinar la proporción entre la superficie de la vivienda arrendada y la total edificación, al ser presupuesto de la reclamación (Disp. Trans. 2.ª, apartado 10.2 de la LAU), desestimando la pretensión en cuanto la carga de la prueba correspondía al arrendador y no había acreditado que tiene la mitad de la superficie de la otra vivienda.

			Supuesto: Acción de desahucio y reclamación de cantidad contra arrendatario y fiador que opone no ser responsable al no alcanzar la fianza las prórrogas del contrato.

			El artículo 1.827 CC determina que la fianza no se presume: debe ser expresa y no puede extenderse a más de lo contenido en ella; y el artículo 1.851 CC, que «la prórroga concedida al deudor por el acreedor sin el consentimiento del fiador extingue la fianza» En interpretación de este precepto, la STS de 17 de febrero de 1981, declaró que «[…] el artículo 1.851 se contrae a la prórroga voluntaria que el acreedor concede, y no a la que al tiempo del concierto de la correspondiente obligación viene impuesta por disposición legal con independencia y aún contra la oposición del acreedor y por sola manifestación de voluntad al respecto del deudor, cual es el caso de la prórroga forzosa del contrato de arrendamiento urbano». Esta declaración de que el artículo 1.851 CC no se aplica a los supuestos de prórroga legal, fue realizada en relación con el artículo 57 de la derogada LAU 1964, pero la mayoría de las Audiencias Provinciales entienden que es trasladable a los supuestos de prórroga de la LAU 1994, por lo que se viene considerando que el artículo 1.851 CC no rige respecto a la prórroga legal o forzosa del artículo 9 LAU pues el fiador necesariamente ha de prever dicha prórroga. prevé la prórroga legal.

			Por el contrario, con relación a la prórroga del artículo 10 LAU, salvo pacto en contrario, se considera que no se extiende la fianza, pues se trata de una prórroga voluntaria al poder poner fin cualquiera de las partes al contrato. Tampoco se extiende a la tácita reconducción pues esta institución no tiene otro significado que prorrogar la relación arrendaticia, mediante la aparición de un nuevo arriendo consentido en forma tácita y con efectos novatorios respecto al primero, salvo que concurra la aceptación del fiador (SAP Barcelona, Sec. 13.ª, de 8 de junio de 2018).

			La SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 20 de abril de 2023, conoció de un supuesto en el que se convino que: «El plazo de duración del presente contrato se establece en UN AÑO a contar desde el día 15 de marzo de 2018, prorrogable de año en año hasta un máximo de 3 años, pasado este período será renovado un año más». Y la fiadora, conforme al encabezamiento del contrato «… se responsabiliza de forma solidaria con los arrendatarios y responderá frente a la parte propietaria a primer requerimiento sin necesidad de beneficio de orden o excusión por todas las obligaciones dimanantes de este contrato».

			El actor interpuso demanda de desahucio y reclamación de cantidad el 10 de septiembre de 2020, por las rentas devengadas desde noviembre de 2019 hasta la presentación de la demanda, que amplió en el juicio a junio de 2021. Por la demandada fiadora se opuso que no adeudaba ninguna cantidad puesto que el aval solo es aplicable durante el plazo inicial del contrato, en este caso, hasta el 14 de marzo de 2019, y no a prórrogas.

			La Sala interpretó que, como en el contrato el aval solidario pactado no tiene limitación a la extensión temporal, debe entenderse que se vincula como mínimo a la duración que figura en el mismo, incluyendo la prórroga por plazos anuales que es asumida y aceptada por las partes contractuales, no siendo de aplicación el artículo 1.851 CC que prevé la extinción de la fianza en los casos de prórroga concedida al deudor por el acreedor sin el consentimiento del fiador y considera que con la fianza pactada se han garantizado las rentas devengadas entre el 15 de marzo de 2018 y el 14 de marzo de 2022.

			Supuesto: Acción de desahucio y reclamación de cantidad contra arrendatario y fiador que se opone a responder de las rentas que se devenguen después de que se declare la resolución del contrato.

			La SAP Barcelona, Sección 4.ª, de 22 de noviembre de 2022, conoció de un supuesto en que se había convenido en el contrato «como avales la Sra. … y Sra. … solidariamente y no existe reserva del derecho de exclusión». El actor reclamó en su demanda a las fiadoras el pago de las rentas hasta la entrega de las llaves, a lo que se opusieron por entender que debía hacerse una interpretación restrictiva del aval y no podía exigírsele el pago de deudas futuras al exceder de sus límites. La Sala resolvió que el contrato se extingue con la sentencia que acuerda la resolución de la relación arrendaticia y a partir de entonces las cantidades que se generan no son propiamente rentas sino una contraprestación indemnizatoria por la persistencia en una ocupación indebida (STS de 12 de febrero de 1999), por lo que la fianza constituida sobre el mismo no se puede hacer extensiva a la de estas cantidades derivadas de la continuación de la ocupación del inmueble ya que no derivan del contrato de arrendamiento y dada la aplicación restrictiva que debe hacerse del instituto de la fianza. Y condena a las demandadas al pago de 13.060 euros que es la cantidad que se corresponde a las rentas generadas hasta el momento de la resolución. En el mismo sentido, puede citarse la SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 8 de junio de 2020.

			Supuesto: Acción de desahucio y reclamación de cantidad contra arrendatario y fiador que opone que no debe responder más que de dos mensualidades de renta, al ser la duración del contrato inferior a cinco años.

			El Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, en materia de Vivienda y Alquiler, modificó el apartado 5.º del artículo 36 LAU y señala que la garantía adicional en el arrendamiento de vivienda no puede exceder de dos mensualidades de renta, lo que rige respecto de los contratos suscritos con posterioridad a su entrada en vigor (6 de marzo de 2019) y aquellos en que se hubiera pactado este régimen. La cuestión es si esa limitación solo rige cuando se trate de una garantía no personal o también respecto de los fiadores. La doctrina discrepa, un sector entiende que por el tenor del artículo 36.5 LAU debe aplicarse a cualquier garantía adicional, incluida el aval o fianza3; mientras que, para otro, debe hacerse una interpretación restrictiva del artículo 36.5 LAU y no englobarse dentro de las garantías adicionales la garantía personal del fiador que se rige por el artículo 1.822 CC4.

			Supuesto: Acción de desahucio y reclamación de cantidad contra arrendatario y fiador que opone que la cláusula por la que se conviene su responsabilidad solidaria es abusiva.

			La SAP Málaga, Sección 5.ª, de 14 de junio de 2023, declaró que: «Este pacto no produce un desequilibrio de las prestaciones en favor del empresario, superando el control de inclusión y transparencia. En su redacción resulta claro que la fiadora se obliga conjuntamente y de igual forma que los arrendatarios, y la renuncia expresa a los beneficios de división y excusión está marcada en negrita, de forma que un consumidor medio, normalmente informado y razonablemente atento y perspicaz conoce el alcance de la obligación de garantía que asume, máxime cuando se añade en la cláusula expresamente que «se entenderá subsistente dicha garantía y la obligación solidaria de los fiadores hasta que la Arrendataria devuelva la posesión». La solidaridad es contenido posible de un contrato de fianza de forma que no es contrario a la ley ni resulta abusivo, reuniendo las características de que sea expresa y con los límites que se establecen en el Código Civil, no pudiéndose obligar el fiador a más que el deudor principal». En el mismo sentido, puede citarse la SAP Santa Cruz de Tenerife, Sección 2.ª, de 30 de octubre de 2023.

			La resolución sobre la acción de reclamación de cantidad, con efecto de cosa juzgada, tiene incidencia en cuanto a la acción de desahucio a la que se acumula, pues si se declara que no hay impago, no hay causa de desahucio (STS de 21 de junio de 2023).

			Supuesto: Acción de desahucio y reclamación de cantidad por impago de IVA. Desestimación del desahucio. Estimación de la reclamación de cantidad.

			FUENTES-LOJO RIUS5 señala que se puede ejercitar la acción de desahucio como consecuencia del impago del IVA. La cuestión es si este importe resulta controvertido. La SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 30 de julio de 2021, conoció de un caso en que la acción de desahucio se fundaba en el impago de 28,65 euros mensuales desde el mes de agosto de 2018, correspondientes al IVA, a la que se había acumulado la reclamación de ese importe. La arrendadora había venido pasando al cobro los recibos de renta sin aplicar el IVA, y el 31 de julio de 2017 comunicó a la arrendataria que a partir de entonces se le girarían los recibos incrementando ese porcentaje, a lo que la arrendadora se opuso manifestando que el IVA estaba incluido en el importe convenido como renta.

			La Sala entendió que el impago del IVA no es causa para el ejercicio de una acción de desahucio, pues «es doctrina consolidada la que, a tales exclusivos fines, reputa como debida y trascendente a los efectos resolutorios pretendidos la última mutuamente aceptada y pagada, quedando fuera de su estrecho ámbito cualquier debate en torno a su revisión o actualización». Y, en este caso, existía controversia entre las partes sobre el incremento pretendido por IVA.

			No obstante lo anterior, dado el carácter plenario de la reclamación de rentas, entra a valorar la procedencia de la aplicación del IVA y considera que puesto que en el contrato se convino que la renta sería de 1.410 euros más IVA, la reclamación es procedente, sin que, de otro lado, existiera un acto propio, que supondría una novación tácita de las condiciones contractuales en cuanto al importe de renta se refiere, pues lo que padeció la arrendadora fue un error en la expedición para el cobro de la renta, que si bien determina que no pueda reclamar lo cobrado de menos durante el tiempo que mantuvo ese error, puede ajustarse la expedición de las facturas desde el momento en que dicho error es percibido y se comunica al arrendatario. Condena, así al pago de la suma de 401,10 euros (28,65 euros de diferencia entre lo debido y lo pagado comprensivo de las mensualidades vencidas entre agosto de 2018 y septiembre de 2019, pendientes al tiempo de presentarse la demanda), más las que venzan en lo sucesivo y resulten impagadas, en todo o en parte, a razón de 1.461,21 euros mensuales desde esa fecha hasta la fecha de la sentencia.

			
2. OBJETO

			El desahucio por falta de pago tiene como objeto la resolución del contrato de arrendamiento por falta de pago. Dos pues son los elementos esenciales: la existencia de un contrato de arrendamiento. Y la falta de pago.

			Con relación a la existencia del contrato de arrendamiento, le corresponde al actor probar la existencia del contrato de arrendamiento y su vigencia.

			Supuesto: El arrendatario opone falsedad de la firma del contrato.

			La veracidad de tal alegato conlleva no solo la desestimación de la demanda, sino incluso la exigibilidad de la correspondiente responsabilidad penal al presunto autor de la falsedad. Según ha declarado la STS de 26 de junio de 2022, «la falsedad de la firma, que niega haber realizado en el contrato de arrendamiento, ha de probarla quien la alega». La simple negación de la firma no puede servir para eludir las consecuencias que en cada contrato se derivaran. A quien alega que la firma es falsa le corresponde enervar la presunción iuris tantum a que alude la STS de 24 de septiembre de 1990 (SAP Madrid, Sec. 25.ª, de 11 de mayo de 2012; SAP Barcelona, Sec. 19.ª, de 5 de julio de 2013). Se considera esta alegación como un hecho impeditivo-obstativo, conforme al artículo 217 LEC, que precisa de una prueba pericial o caligráfica para su acreditación sin ningún género de duda (SAP Barcelona, Sec. 19.ª, de 18 de octubre de 2012).

			Por otro lado, la impugnación de un documento privado, que conlleva la alegación de que la firma es falsa, no conlleva su rechazo. No es su reconocimiento el único medio para acreditar su legitimidad, o equivaldría a dejar al exclusivo arbitrio de la parte a quien perjudique la fuerza o validez del documento. El valor probatorio de un documento privado cuando no es impugnado por la parte a quien perjudique, despliega plenos efectos sin necesidad de ningún otro complemento probatorio. Su impugnación no implica su automática exclusión como medio de prueba ni impide que, en todo caso, pueda tener eficacia probatoria y ser valorado por el Tribunal conforme a las reglas de la sana crítica (SSTS de 15 de junio de 2009, 15 de noviembre de 2010 y 2 de abril de 2012). Así, se considera acreditado el contrato de arrendamiento de local de negocio y que el arrendatario usó y disfrutó de dicho negocio, cuando se ha probado se dio de alta en la licencia fiscal, en la seguridad social, en las declaraciones de Hacienda, etc., etc. (SAP Málaga, Sec. 6.ª, de 15 de septiembre de 1998).

			Supuesto: El arrendatario opone la inexistencia de la firma del contrato.

			La falta de firma del contrato de arrendamiento aportado con la demanda no significa que necesariamente deba desestimarse la demanda, pues se trata de un contrato no sometido a ningún requisito de forma ad solemnitatem y puede probarse, por otros medios, su existencia. Así la SAP Vizcaya, Sección 5.ª, de 4 de diciembre de 2018, tuvo en cuenta para tener por acreditado el vínculo arrendaticio: que la arrendadora es la titular dominical de la vivienda arrendada, que en ella habita el demandado (lo que tiene por probado tanto por manifestaciones de los vecinos al ir a procederse a su emplazamiento, como en su propia solicitud de asistencia jurídica gratuita, en que dejo indicado tal domicilio, e incluso en su propia comparecencia ante el Juzgado instando la suspensión del procedimiento), que la actora acredita pagos del demandado en su cuenta en concepto de «alquiler» en el importe que figura en el contrato, que el demandado no ha alegado ningún título de ocupación de dicha vivienda, y que no cabe suponer sin más la gratuidad en la ocupación de la vivienda de autos, cesión gratuita en favor de persona que no resulta esté unida por vínculos de parentesco, amistad o gratitud con los propietaria, concluyendo en favor de la onerosidad de la ocupación y con ello con la certeza del contrato de arrendamiento esgrimido por la actora, no desvirtuado por otros medios probatorios.

			Supuesto: El arrendatario opone la resolución del contrato previa a la interposición de la demanda por no obtener licencia para ejercer la actividad a que iba a destinarse el local.

			La SAP Barcelona, Sección 4.ª, de 5 de diciembre de 2018, conoció de un supuesto en que por carecer el local de licencia de actividad en la terraza el Ayuntamiento acuerda su precinto con efecto desde el 18 de julio de 2016. El arrendatario remitió un burofax el 26 de septiembre de 2016 dando por resuelto el contrato. El arrendador le contestó el 28 de septiembre de 2016 indicando: «les anunciamos nuestra oposición y nos remitimos al contenido del pacto segundo del contrato de arrendamiento previamente indicado» también señalaba que «la resolución solamente tendrá efectos en el momento en que se nos devuelva la posesión de la finca arrendada libre, vacua y expedita» y «como sea que en la actualidad la finca se encuentra precintada por orden municipal, le requerimos para que se ponga en contacto con nosotros para concretar el momento de la entrega de llaves del local y firma del documento de resolución, en el que se indicara que, una vez se desprecinte la finca, la propiedad le permitirá el acceso al local para que pueda retirar los enseres de su propiedad, por cuanto este debe entregarse libre, vacuo y expedito…». El arrendador presenta demanda de desahucio por impago de los meses de octubre de 2016 a febrero de 2017. El arrendatario depositó las llaves en el Juzgado el 1 de marzo de 2017 siendo puesta a disposición del arrendador el 3 de marzo de 2017.

			La Sala resuelve que procede la estimación de la acción pues no podía inferirse de los documentos aportados que la arrendadora hubiera aceptado la resolución unilateral del contrato, sino que se opuso por el precinto del local y en cuanto al documento de «cancelación del contrato de alquiler» de 29 de septiembre de 2016 no era más que un documento emitido en el marco de las negociaciones, condicionado a que se entregaran las llaves del local, pero ni la propuesta fue suscrita ni la entrega de llaves ase produjo hasta después del presentada la demanda. La arrendataria debió solicitar judicialmente la resolución del contrato, no habiéndolo hecho se accede a la resolución del contrato por falta de pago

			Supuesto: El arrendatario opone el abandono del inmueble. No se acredita la entrega de llaves.

			Según ha declarado la jurisprudencia menor solo la entrega anterior a la presentación de la demanda puede conllevar la desestimación de esta (SAP Madrid, Sec. 12.ª, de 21 de julio de 2010), una entrega posterior lo que daría lugar sería a la terminación anticipada del proceso por satisfacción extraprocesal (AAP Barcelona, Sec. 4.ª, de 24 de julio de 2008). Y téngase en cuenta que la restitución de la posesión es un acto formal que se produce normalmente mediante la entrega de las llaves y otro de tradición ficticia, en aplicación de los artículos 1.462 y 1.463 CC, pues lo trascendente es la certeza de la libre disponibilidad por el arrendador de su propiedad y no el uso que pueda o no convenir a quien goce temporalmente de ella (SAP Asturias, Sec. 4.ª, de 8 de febrero de 2011).

			La SAP Gerona de 20 de diciembre de 2023, conoció de un supuesto en que el demandado opuso que había abandonado el inmueble y arrendado otra casa a la que se trasladó y que intentó devolver las llaves del piso a través de la inmobiliaria y la madre del demandado, sin que quisieran admitírsela. La Sala estima la demanda considerando que no ha habido devolución de la finca al no haberse entregado las llaves al arrendador o persona por él autorizada (arts. 1.162 y 1.163 CC), y sin que el aportar un nuevo contrato de arrendamiento permita tener por acreditada la extinción de la relación contractual «pues si bien es cierto que no es habitual que se firme un nuevo contrato teniendo otro, pueden existir otras razones que lleven a dicho compromiso o, simplemente, que concurra desidia en la resolución del contrato anterior con la consiguiente devolución de la posesión de la finca arrendada». Entiende que debería haberse propuesto la testifical de la agencia inmobiliaria para acreditar que intentó devolver las llaves, y estima la acción de resolución del contrato si bien no condena a la entrega del inmueble al haber tenido ya lugar durante el procedimiento

			Por lo que concierne al impago de la renta, como causa de resolución del contrato, el artículo 27.2 LAU determina: «Además el arrendador podrá resolver de pleno derecho el contrato por las siguientes causas: “la falta de pago de la renta o, en su caso, de cualquiera de las cantidades cuyo pago haya asumido o corresponda al arrendatario”». Y el artículo 114.1.º TRLAU 1964 establece: «El contrato de arrendamiento urbano, lo sea de vivienda o de local de negocio, podrá resolverse a instancia del arrendador por alguna de las causas siguientes: 1.º La falta de pago de la renta o de las cantidades que a esta se asimilan».

			Al interpretar estos preceptos, el TS ha considerado un concepto amplio de renta, que abarca «todo» aquello a cuyo pago venga legalmente obligado el arrendatario, de manera que cualquier impago dará lugar a la concurrencia de causa resolutoria, tanto en contratos sometidos al TRLAU 1964 (art. 114.1.º) como a la LAU 1994 [art. 27.2.a)]. Así señala el TS que: «Cuando la causa 1.ª del artículo 114 se refiere a cantidades asimiladas a la renta6 está aludiendo a aquellas cuyo pago ha de asumir el arrendatario por mandato legal, empleando una fórmula abierta que ha de ser completada con las que en cada momento establezca la legislación aplicable» equiparando el contenido y configuración de la causa resolutoria prevista en el artículo 114.1 TRLAU 1964 con las del artículo 27 LAU 1994, por cuanto «carecería de sentido estimar que, impuesta dicha obligación respecto de los contratos de arrendamiento de vivienda concertados tras la entrada en vigor de la nueva Ley de Arrendamientos Urbanos de 1994, con efectos resolutorios por su incumplimiento [art. 27.2.a)], y extendida tal obligación del arrendatario igualmente a los contratos anteriores regidos por la Ley de 1964, opere la resolución para los primeros —en cuanto a los que el legislador dispensa una menor protección— y no respecto de los segundos amparados por un derecho de prórroga indefinido, en los que la máxima protección concedida al arrendatario ha de verse correspondida por un escrupuloso cumplimiento de sus obligaciones» (SSTS de 12 de enero de 2007 y 3 de octubre de 2008).

			
2.1. IMPAGO DE LA RENTA


			La renta es el precio del arriendo, siendo la obligación principal del arrendatario proceder a su pago en la forma convenida (arts. 1.555 CC, 56 TRLAU y 17 LAU), siendo su impago causa de resolución del contrato.

			La renta debe estar impagada a la fecha de presentación de la demanda de desahucio, por efecto de la litispendencia (art. 410 LEC). De modo que, de un lado, un abono retrasado no es un impago, si ya no existiera a la fecha de presentación de la demanda (SAP Asturias, Sec. 4.ª, de 11 de julio de 2022) y un pago posterior a ese momento, aunque sea anterior al requerimiento, no impide el desahucio, salvo que procediera la enervación.

			Supuesto: Demanda presentada por vía telemática. Pago al día siguiente cuando se pone fecha de entrada por el Decanato.

			La demanda se presenta por vía telemática a las 14:30 horas del día 9 de febrero de 2017 y el pago se realiza el día 10 de febrero de 2017, la SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 14 de junio de 2019 resolvió que había de atenderse a la fecha y hora de presentación telemática, conforme al artículo 135 LEC, y no al día en que puso sello de entrada a la demanda el Decanato.

			Supuesto: Demanda presentada el día del vencimiento del pago de la renta.

			En el contrato se pacta que la renta era pagadera por meses anticipados, en los cinco primeros días de cada mes. Se presenta la demanda el 5 de septiembre, por impago de esa mensualidad, la SAP Madrid, Sección 21.ª, de 29 de enero de 2019, desestimó la demanda, pues aún no se debía a la fecha de su presentación la renta correspondiente a ese mes.

			Supuesto: Pago mediante transferencia antes de la presentación de la demanda siendo su fecha valor7 posterior a su interposición.

			•Se ordena la trasferencia bancaria de la renta del mes de diciembre a las 9:45 horas, del día 2 de enero de 2020, ese mismo día se presenta la demanda de desahucio por impago de esa mensualidad a las 13:28 horas. La SAP Baleares, Sección 3.ª, de 4 de octubre de 2021, atiende a la fecha de la orden del pago y desestima el desahucio, considera que el proceso de pago «que se inicia con la orden de pago y conduce, si no surge óbice alguno, al abono en la cuenta de pago del beneficiario (art. 58), parece que lo más razonable es retrotraer los efectos del pago al momento en que se imparte la orden de pago siempre y cuando… haya terminado trasladando al beneficiario la disponibilidad sobre los fondos transferidos (de modo similar a como, según el art. 410 LEC, la litispendencia se produce desde la interposición de la demanda, si después es admitida)».

			•Por el contrario, en un supuesto en que se ordenó la trasferencia el día 2 de junio de 2006, siendo la fecha de presentación de la demanda el día 6 de junio y la fecha valor el día 5, la SAP Zaragoza, Sección 4.ª, de 16 de mayo de 2007, consideró que «la fecha determinante es la fecha valor, pues si esta es cuando el acreedor ya tiene la disponibilidad del dinero, en tal fecha debe entenderse realizado el pago (no se entiende pagada una deuda, sino cuando completamente se hubiese entregado la cosa o hecho la prestación en que la obligación consistía —art. 1.157 CC—», desestimando la demanda por cuanto, en este caso, la fecha valor era anterior a la fecha de presentación de la demanda.

			Supuesto: Acción que se funda en el impago de una mensualidad de renta que resultó pagada, habiendo quedado impagadas mensualidades posteriores.

			La demanda se basa en el impago de la renta de abril, quedando acreditado que esa mensualidad no se adeudaba a la fecha de presentación de la demanda, la SAP Gerona, Sección 2.ª, de 11 de noviembre de 2020 declaró que el procedimiento estaba centrado en el impago de la renta del mes de abril, de modo que solo si se hubiera declarado la existencia de este impago podría haberse tomado en consideración el impago de otras rentas futuras si fuera el caso. Pronunciamiento que fue confirmado por la STS de 15 de marzo de 2022 que declaró que «esta cuestión no era relevante para resolver la acción de desahucio fundada en el impago, a la fecha de interposición de la demanda, de la renta del mes de abril». Lo que es conforme a lo dispuesto en el artículo 410 LEC (SAP Huelva, Sec. 2.ª, de 29 de noviembre de 2023).

			2.1.1. Pago en el tiempo pactado


			La renta se debe pagar en el plazo estipulado. Si nada se hubiera pactado, en los contratos celebrados con anterioridad al 1 de enero de 1995 deberá, según establecen los artículos 56 TRLAU y 1.574 CC estarse a «la costumbre de la tierra», por lo que deberá verificarse en los primeros días del mes, toda vez el arrendatario ya ha entrado en el uso del objeto arrendado (SAP Navarra, Sec. 1.ª, de 20 de que junio de 1995). En los contratos celebrados con posterioridad al 1 de enero de 1995, conforme al artículo 17 LAU la renta se debe abonar, a falta de pacto, los 7 primeros días del mes8.

			Supuesto: Cláusula por la que la renta se paga a «mes vencido». Demanda presentada por impago de renta al día 6 del mes en que se funda la acción de desahucio.

			La SAP Sevilla, Sección 8.ª, de 15 de julio de 2019, consideró que había impago por cuanto no se había pagado el último día del mes vencido, y la expresión «se pagarán a mes vencido» debía interpretarse en el sentido de que «se pagan a último del mes y no, al principio de la mensualidad». La doctrina, no obstante, suele admitir que el pago se realice hasta el día 7 del mes siguiente, aplicando analógicamente lo establecido en el artículo 17 LAU9.

			Se ha suscitado si puede resolverse el contrato por un impago impuntual, o lo que es lo mismo, si puede equipararse el cumplimiento tardío por el arrendatario de su obligación de pagar la renta a un incumplimiento definitivo.

			El TS fijó, en la Sentencia de 24 de julio de 2008, como doctrina jurisprudencial la de que «el pago de la renta del arrendamiento de un local de negocio, fuera de plazo y después de presentada la demanda de desahucio, no excluye la aplicabilidad de la resolución arrendaticia, y ello, aunque la demanda se funde en el impago de una sola mensualidad de renta, sin que el arrendador venga obligado a soportar que el arrendatario se retrase de ordinario en el abono de las rentas periódicas».

			Este criterio ha sido seguido por la jurisprudencia, así puede citarse:

			•STS de 26 de marzo de 2009 (referida a un contrato de inquilinato) lo declara resuelto en cuanto: «dentro del cuidadoso equilibro entre los derechos del arrendador y del inquilino que la legislación arrendaticia urbana busca en cada etapa histórica, con normas que protegen al arrendatario, como la prórroga forzosa antes y la duración mínima del contrato ahora, y otras que amparan al arrendador frente a los incumplimientos de aquel, como la actual reducción de las oportunidades de enervación del desahucio a una sola, al arrendador no le es indiferente el momento en que se le pague la renta estipulada, y el abuso de derecho estará no tanto en el arrendador que pretenda resolver el contrato por impago puntual de la renta cuanto en el arrendatario que persista en su impuntualidad. Por eso la enervación del desahucio no puede entenderse ya como un “derecho procesal” que menoscabe el derecho sustantivo del arrendador a que se le pague la renta puntualmente, sino como una oportunidad que la propia ley administra cuidadosamente atendiendo a razones sociales de cada momento histórico, y de ahí que no quepa obligar al arrendador a interponer una demanda tras otra cuando resulta que no depende de él el momento en que sus reclamaciones vayan a ser conocidas por el inquilino y, en cambio, sí depende de este el pago puntual de la renta».

			•STS de 18 de marzo de 2014: «La resolución del contrato de arrendamiento urbano no se rige por lo dispuesto en el artículo 1.124 CC, aplicable a la generalidad de las obligaciones sinalagmáticas, sino por las normas específicas que prevén una especial regulación en la normativa arrendaticia. En este caso, tratándose de contrato de inquilinato celebrado con anterioridad al 9 de mayo de 1985, continúa rigiéndose por el texto refundido de la Ley de Arrendamientos Urbanos de 1964 (Disp. Trans. 2.ª de la LAU 1994) y en concreto por su artículo 114 que, como causa 1.ª de resolución, se refiere a “la falta de pago de la renta o de las cantidades que a ella se asimilan”; circunstancia que presenta un marcado carácter objetivo y que queda cumplida por el mero hecho de que transcurra el plazo fijado para el pago sin que el arrendatario haya dado cumplimiento a dicha obligación, de modo que en relación con tal obligación no cabe hablar de incumplimiento grave o no grave, sino simplemente de “incumplimiento”».

			Conforme a la jurisprudencia el retraso, pues, aunque sea en unos días del plazo estipulado en el contrato para el pago de renta, o del legal si no se hubiera determinado, es suficiente, para la resolución del contrato. Estamos, en principio, ante un hecho objetivo, sin perjuicio de que puedan analizarse las circunstancias del caso, en que no se requiere que concurra un especial ánimo de incumplir ni la existencia de una voluntad contumaz o deliberadamente rebelde al pago del arrendatario. La STS, Pleno, de 24 de julio de 2024, ha matizado al respecto que «la jurisprudencia de esta sala no ha cerrado el paso a que, a los efectos de determinar el incumplimiento de la obligación de pago, no deban ser contempladas las concretas circunstancias concurrentes en cada supuesto litigioso».

			Supuesto: Acuerdo por el que se retrasa el pago de la renta.

			El retraso en el pago, según sentencia del Tribunal Supremo de 18 de marzo de 2014, no queda amparado por la costumbre seguida entre las partes. De modo que al arrendatario le corresponde probar que esa demora se debió a un acuerdo (SAP Pontevedra, Sec. 3.ª, de 11 de noviembre de 2021), sin que la mera tolerancia permita tenerlo por acreditado

			Supuesto: Pago de la renta con retraso respecto de lo establecido en el contrato. Actos propios al consentirlo con anterioridad.

			La doctrina de los actos propios proclama que el principio general de derecho que afirma la inadmisibilidad de venir contra los propios actos, constituye un límite del ejercicio de un derecho subjetivo o de una facultad, como consecuencia del principio de buena fe y, particularmente, de la exigencia de observar, dentro del tráfico jurídico, un comportamiento coherente, siempre que concurran los requisitos o presupuestos que tal doctrina exige para su aplicación, cuales son que los actos propios sean inequívocos, en el sentido de crear, definir, fijar, modificar, extinguir o esclarecer sin ninguna duda una determinada situación jurídica afectante a su autor, y que entre la conducta anterior y la pretensión actual exista una incompatibilidad o una contradicción según el sentido que, de buena fe, hubiera de atribuirse a la conducta anterior (SSTS de 18 de enero de 1990, 5 de marzo de 1991, 4 de junio y 30 de diciembre de 1992, 12 y 13 de abril y 20 de mayo de 1993, 30 de diciembre de 1995, 16 de febrero de 1996 y 16 de febrero de 1998).

			La SAP Valencia, Sección 8.ª, de 15 de mayo de 2019, conoció de un supuesto en que se suscribió un contrato el 1 de julio de 2005, en que se convino que la renta fuera abonada dentro de los 10 primeros días de cada mes. Se presentó demanda de desahucio, a principios de marzo, por el impago de los meses de febrero y marzo de 2018. El demandado fue requerido de pago el 19 de abril, acreditando que el 16 de marzo había abonado la renta del mes de febrero y el 23 de marzo la correspondiente al mes de marzo. La del mes de abril la abonó el 25 de dicho mes. La oposición a la demanda la fundó en ir el demandante en contra de sus actos propios al permitir el pago tardío, lo que le había creado una expectativa de derecho. La Sala resolvió que «no se puede concluir que la actuación de los demandantes, que si bien es cierto que a lo largo del contrato han permitido pagar más tarde del plazo pactado, suponga, sin más y sin otra prueba que lo sustente, teniendo en cuenta la negativa de la parte actora y los distintos momentos en que lo niega, que ello supusiese, por sí solo la modificación de una cláusula contractual perfectamente ajustada a derecho y aceptada por ambas partes en el momento de firmar el contrato objeto de litis».

			Supuesto: Demanda presentada por impago de una renta que se abona ese mismo mes.

			El arrendador presenta demanda de desahucio el día 12 de abril con base en ese impago y el día 28, el arrendatario pago la renta de abril. La SAP Madrid, Sección 4.ª, de 7 de diciembre de 2017, estimo la acción de desahucio, considerando que había retraso en el pago al haberse pagado que la renta se abonaría los primeros 5 días de cada mes10.

			Supuesto: Impago de una mensualidad por error del banco.

			Se considera que el arrendatario, en todo caso, debe ser diligente y comprobar que se están efectuando los pagos (SAP Madrid, Sec. 9.ª, de 4 de julio de 2019); no obstante, habrá de estarse al caso concreto, siendo lo relevante la conducta del arrendatario cuando conoce el impago.

			Ejemplos:

			•Con fecha 11 de marzo de 2019, el arrendatario ordenó al Banco que el pago de la renta, por transferencia, se hiciera en la cuenta de la arrendadora, facilitando el número de dicha cuenta. La transferencia fue devuelta, el arrendatario acude al Banco y comprueba que, por error de este, no se estaba pagando en la cuenta adeudada sino en una cuenta judicial referida a un procedimiento previo. Llegado el día 7 del mes de abril de 2019, el arrendador no había percibido la renta correspondiente a ese mes. La transferencia se realizó el día 8 de abril de 2019. El arrendador presentó demandada de desahucio el día 9 de abril de 2019.

			La STS de 15 de marzo de 2022, considera que la acción de desahucio carecería de fundamento, pues, aunque se asumiera que el pago de la renta del mes de abril se produjo fuera de plazo al realizarse mediante transferencia el día 8, la demanda se presentó con posterioridad, el día 9, de modo que cuando se ejercitó la acción la «falta de pago» ya no existía. De otro lado, confirma la decisión de la Audiencia Provincial de considerar que ese error no era imputable al arrendatario, que en cuanto lo conoció hizo lo posible por subsanarlo.

			•El arrendatario da orden de abono a la entidad bancaria para el pago de la renta correspondiente a la mensualidad de agosto de 2019; que, sin embargo, esta no llevó a cabo, y cuyo pago fue subsanado 5 días después en cuanto fue advertido por la arrendataria y que fue hecho efectivo el siguiente día 12 de agosto, cuando la demanda ya había sido interpuesta el anterior día 8. La SAP Madrid, Sección 11.ª, de 24 de junio de 2021, desestimó la acción de desahucio, pues el impago se debió a causas que no le son imputables.

			•El arrendatario realiza un cambio de cuenta bancaria y da orden de transferencia periódica al Banco que no la lleva a cabo. El error fue subsanado, de forma manual, en cuanto fue advertido, siguiendo las transferencias periódicas. La SAP Madrid, Sección 13.ª, de 7 de julio de 2020, descarta la existencia de incumplimiento el pago de la renta, pues el retraso se debió a un error en el banco al no llevar a cabo la orden de pago.

			•El arrendatario no se dio cuenta de que no se había abonado la renta del mes de febrero por una confusión derivada del cambio de domiciliación, la SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 25 de febrero de 2019, desestimó la demanda por cuanto «la falta de pago, en lo que atañe al arrendatario, se debe a un problema burocrático de falta de detección por razón del cambio de domiciliación, problema del que tampoco fue avisado a tiempo por la parte arrendadora cuando podía haberlo hecho» […] «la conducta del arrendatario en no reparar que no se había abonado la renta de febrero se debe atribuir a la confusión derivada del cambio de domiciliación, máxime si se tiene en cuenta, de un lado, que la renta del mes siguiente sí que fue girada y cobrada en la nueva cuenta proporcionada a tal fin; de otro lado, que en la nueva cuenta, al tiempo del cobro, existían fondos suficientes para hacer frente a la renta arrendaticia del mes de febrero. Y, por último, no cabe desconocer que el demandado consignó la renta en cuya ineficacia se sustenta la acción el 11 de abril de 2017, escasos días después de recibir la citación, y que no es habitual que se retrase en el pago de la renta».

			•Con fecha 24 de noviembre de 2011, el arrendatario cambia el número de cuenta en la que se cargaban los recibos, encargándose la entidad bancaria de notificarlo al arrendador, lo que, por error no hizo. Resulta impagada la renta del mes de diciembre. El arrendador presenta demanda de desahucio el 11 de enero de 2012 por dicho impago. Con posterioridad a la interposición de la demanda se intenta, mediante giro postal, el pago de la renta. La SAP Barcelona, Sección 4.ª, de 7 de junio de 2013, considera que «ofrecimiento de pago efectuado mediante la remisión de un giro, cuando la demanda ya había sido presentada, no puede considerarse un mero retraso en el cumplimiento de la obligación de pago, sino un auténtico incumplimiento generador de las consecuencias resolutorias previstas», que «el extracto de la libreta en la que se cargan los recibos […] acredita, en fin, que el recibo del alquiler se cargaba en los primeros días del mes (día 3 de abril y mayo). Una mínima diligencia exigía al arrendatario (o las personas que pudieran cuidar de él) comprobar el estado de la cuenta y detectar que el pago no se había producido, con lo que se podría haber evitado la situación en que ahora nos encontramos, dado que la arrendadora tampoco actuó con carácter inmediato, sino que dejó transcurrir más de un mes hasta que presentó la demanda. Lo que no podemos es trasladar los errores de un tercero (el Banco), las limitaciones del contratante y la falta de cuidado de quienes deben atenderle a quien es ajeno a toda esa problemática y cuya única relación con el demandado es la arrendaticia». De modo que estima el desahucio.

			Supuesto: Se presenta demanda por el impago de la mensualidad de julio de 2020. El recibo se había devuelto por el banco porque faltaban 10 euros en la cuenta en que se domicilio el pago para atenderlo. No se comunica la devolución del recibo. El impago de subsanó el 3 de agosto de 2020, con posterioridad a la presentación de la demanda.

			La STS de 24 de julio de 2024, considera que, atendido, que además que la arrendataria venía satisfaciendo la renta desde 1983 sin ningún impago, que tenía 82 años, con problemas de salud y fue la situación de estrés la que le llevó a olvidarse de la transferencia de fondos para abono de la renta, subsanando sus familiares ese impago en cuanto se dieron cuenta de la situación, considera que existen circunstancias de naturaleza excepcional que determinan que no pueda apreciarse un incumplimiento resolutorio del contrato de arrendamiento.

			Supuesto: Se presenta demanda por impago de la renta de un mes que no fue atendida por el Banco que tenía orden de transferencia del arrendatario por tener bloqueada la cuenta sin su conocimiento.

			Encontrándose la inquilina fuera de España no recibe la comunicación para presentarse en la oficina bancaria a dar fe de su vida. El Banco le bloquea la cuenta y no realiza la transferencia dispuesta por la arrendataria para el pago mensual de la renta, quedando impagada la del mes de diciembre de 2017, lo que subsanó, después de presentada la demanda. La SAP Madrid, Sección 25.ª, de 3 de diciembre de 2018, consideró que no se trata de un supuesto de incumplimiento, sino de «una mera incidencia en la ejecución fácilmente subsanable» […] «una simple contingencia que no revela voluntad alguna de incumplir, ni siquiera de retrasar el pago o cumplirlo en términos distintos de los pactados».

			Supuesto: Se pasa el recibo al cobro por el arrendador, de forma anticipada, cuando no existían fondos suficientes en el banco.

			La STS de 23 de septiembre de 2015, declaró que no procedía el desahucio pues, cuando se tenía que haber pasado el recibo al cobro (8 primeros días del mes) sí que existían fondos suficientes, siendo el cobro anticipado del arrendador el que provocó la devolución del recibo. El arrendatario, antes de inicio del ejercicio de la acción de desahucio por el arrendador, ofreció el pago y al no serle aceptado consignó la cantidad reclamada, por lo que se acredita la voluntad de pago y no de cobro de la parte actora.

			2.1.2. Pago íntegro de la renta debida. Determinación cuantía


			A partir de las sentencias dictadas en fechas de 24 de julio y 19 de diciembre de 2008, el Tribunal Supremo fijó como doctrina que «el pago total de la renta del arrendamiento de una vivienda, fuera de plazo y después de presentada la demanda de desahucio, no excluye la posibilidad de la resolución arrendaticia, o en su caso de declarar enervada la acción de desahucio, aunque la demanda se funde en el impago de una sola mensualidad de renta, sin que el arrendador venga obligado a soportar que el arrendatario se retrase de ordinario en el abono de las rentas periódicas». El pago, además de en plazo, debe ser íntegro (art. 1.157 CC); pues la arrendadora no puede ser obligada (ni pretenderse por la arrendataria) a recibir un pago meramente parcial de aquello que se le adeudaba (art. 1.169 CC). Señala la SAP Almería, Sección 1.ª, de 26 de abril de 2019, que «no hay pago hasta que no hay pago íntegro de las rentas», no pudiendo entenderse, como indica la SAP Madrid, Sección 21.ª, de 16 de octubre de 2013, que con el pago parcial de la renta hubiera cumplido aquella con su obligación de pago de la renta pactada, siendo este impago causa de desahucio. Y ello, aunque la diferencia entre lo ingresado y lo debido no sea muy cuantiosa toda vez que uno de los requisitos del pago es la integridad que aquí no tiene lugar. El pago parcial no es pago (no supone entrega completa de la cosa, al decir del art. 1.157 CC) y no libera al deudor, procediendo el desahucio (SAP Madrid, Sec. 13.ª, de 21 de junio de 2000)11.

			Supuesto: Acción de desahucio y reclamación de cantidad. Se pretende por el arrendatario que se aplique la retención a Hacienda para reducir el importe que ha de abonar al arrendador.

			El artículo 100 del Reglamento del IRPF exige o impone la obligación al pagador (arrendatario en este caso) de practicar una retención de un porcentaje mensual en la renta que ha de abonar al arrendador y proceder a su ingreso en la Hacienda Pública —a fin de que la misma sea considerada a favor del arrendador a los efectos de la declaración y liquidación anual de este impuesto—. Es decir, el arrendatario retiene —del importe de renta a abonar—, y lo ha de ingresar en Hacienda como ingreso tributario a cuenta procedente de la arrendadora lo que se considera como pago también a la arrendadora. De modo que el arrendatario entregará a la arrendadora la renta deducida la retención12.

			Si resultare que no se ha hecho dicho abonó a la Hacienda Pública deberá abonar íntegramente el importe de la renta al arrendatario. En este sentido, declaró la SAP Madrid, Sección 25.ª, de 12 de septiembre de 2003, «hay una razón fundamental para no hacer el descuento pedido por el recurrente y es que la condena al pago debe hacerse por el importe íntegro de lo adeudado, sin perjuicio de las obligaciones tributarias de cada litigante, cuestión ajena a la jurisdicción civil y al deber de resarcir. Por eso, ningún sentido tiene mermar el importe de la deuda por el hecho de estar obligado el deudor a efectuar una retención a favor de la Hacienda Pública, pues de estar obligado a ello habrá de hacerlo en el momento del pago, no en el de la condena, que ha de ser íntegra y por el importe debido, y cumplir las obligaciones de información al contribuyente sobre el destino de la retención que le impone la legislación tributaria. Por otro lado, la obligación de retener a cuenta se establece como un deber de colaboración con la Administración Tributaria que en ningún caso debe favorecer al retenedor, de modo que su obligación con el acreedor no puede reducirse por tal concepto, ni puede ser condenado a menos de lo que está obligado a pagar».

			La prueba de que se ha efectuado el ingreso corresponde al arrendatario (SAP Málaga, Sec. 6.ª, de 6 de febrero de 2013). Si el arrendador no discute que el mismo se haya producido, no puede reclamar íntegra la renta, sino que ha de deducir la retención efectuada a Hacienda (SAP Cádiz, Sec. 21.ª, de 21 de septiembre de 2023).

			Al arrendador le corresponde probar no solo la existencia del contrato de arrendamiento, sino de los términos de esa relación, en especial del importe de las rentas convenidas (que es elemento natural de ese contrato) y demás cantidades que sirvan de fundamento a la acción ejercitada. Señala la SAP Málaga, Sección 4.ª, de 20 de noviembre de 2017, que «la pretensión de desahucio por falta de pago ha de considerarse incompatible con una situación de incertidumbre sobre la renta exigible, teniendo en cuenta que la sentencia que se dicte carece de eficacia de cosa juzgada al respecto, con arreglo a lo establecido en el artículo 427.2 LEC, de modo que habrá de estarse al respecto a la renta mutuamente aceptada que viniera siendo satisfecha hasta que se produce el impago […] y no se enfrente a oposición del arrendatario».

			Supuesto: Controversia sobre la cuantía de la renta. Impago de varias mensualidades.

			Aunque el importe de la renta era controvertido, la SAP Asturias, Sección 5.ª, de 16 de junio de 2008, consideró que procedía el desahucio, pues «la parte arrendataria dejó de abonar íntegramente varias mensualidades, de ahí que el presupuesto de la controversia a los fines de la inadecuación procedimental no es tal al faltar un mínimo abono en concepto de renta, pues es obvio que al existir la obligación de pago, por más reducida que fuese con respecto a la concertada, el arrendatario debió abonar la que considerase pertinente o solicitar del propio arrendador el ajuste procedente, limitándose en lugar de ello a una total falta de pago, que lo único que conlleva es a entender como incumplida su obligación de abono de la renta». En el mismo sentido, pueden citarse la SAP Tenerife, de 25 de marzo de 2000 o la SAP Las Palmas, Sección 5.ª, de 8 de febrero de 2006.

			Supuesto: Impago íntegro de la renta pactada en VPO que excede del límite máximo.

			El 10 de octubre de 2019, la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias concertó un contrato de arrendamiento sobre una vivienda de protección oficial, en el que se estipuló una renta mensual de 48,25 €, asumiendo, además, la arrendataria la obligación de abonar el importe de 53 € mensuales de cuota de comunidad. La arrendataria únicamente abonó el alta de suministro eléctrico de la vivienda, que se compensó con la renta de los meses de enero y febrero de 2020 y dejó de satisfacer las demás rentas, que se habían reducido a 20 euros mensuales. Presentada demanda de desahucio por falta de pago, la demandada se opuso alegando la nulidad parcial de las cláusulas en que se fija la renta máxima admisible. La SAP Asturias, Sección 4.ª, de 24 de noviembre de 2021, estimó el desahucio, pues si bien es doctrina jurisprudencial que en los contratos de arrendamientos de vivienda sometidos al régimen de las viviendas de protección oficial, son nulas las cláusulas que establezcan una renta superior a la permitida conforme a su normativa reguladora. Se trata de una nulidad parcial sin que, «como es lógico, suponga que no ha de abonarse la renta que resulte legalmente exigible. Y se dice que es lógico porque en caso contrario el contrato de arrendamiento quedaría sin uno de sus elementos esenciales —la renta—, para pasar a convertirse en una cesión gratuita del bien, que es lo que no resulta, ni de aquella norma, ni de esa interpretación jurisprudencial. En definitiva, pues y como señala la sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia, Sección 8.ª, de 11 de diciembre de 2019, la consecuencia ineludible de aquella nulidad es sustituir la renta pactada contra legem por la renta legal», de modo que al no ofrecer duda «que, cualquiera que fuera el importe correcto, la misma no cumplió con esa obligación esencial del arriendo a lo largo de prácticamente toda la vida del mismo», ese incumplimiento ha de dar lugar a la resolución del contrato.

			Supuesto: Pacto en VPO de abono de renta y otra cantidad por mobiliario. Impago de este último importe.

			Con fecha 10 de marzo de 2002 se celebra contrato verbal de arrendamiento de la vivienda amueblada, fijando como renta 660 euros, pagando el demandado dicha renta hasta el mes de junio de 2003. El 28 de febrero de 2003 la arrendadora comunicó al arrendatario su voluntad de formalizar por escrito el contrato proponiendo, como elemento de este, que la renta sería de 450 euros por la vivienda y otros 210 euros por los muebles y enseres contenidos en la misma. El arrendatario abonó la cantidad de 450 euros mensuales en concepto de renta, que es la renta fijada por ser vivienda de protección oficial. El arrendador presentó demanda de desahucio siendo la cantidad en la que se funda de 660 euros mensuales. La STS de 25 de marzo de 2011, desestimó la demanda por cuanto «conforme a la jurisprudencia de esta Sala, esta obligación de pagar una renta superior es nula y obliga a las partes a acomodar la renta a la legislación sobre viviendas de protección oficial. No se puede concluir, en definitiva, que el arrendatario haya incumplido con su obligación de pago».

			Supuesto: Desahucio por falta de pago en contrato de arrendamiento verbal. Importe de la renta.

			En estos contratos, al no existir documento escrito que determine cuál es la cuantía mensual de la renta, ha de estarse a los actos de las partes, manifestados a través de los documentos. La SAP Huesca, Sección 1.ª, de 20 de diciembre de 2023, conoció de un supuesto en que, conforme a los documentos aportados por el actor, resultaba la existencia de pagos mensuales por cuantía de 816 euros entre enero de 2018 y mayo de 2021. La demandada sostenía que cada abono responde al pago de dos meses y que así se hacía constar en cada concepto. La Sala considera que, en efecto, el pago era cada dos meses, conforme a la documentación aportada, y además tiene en cuenta que existe alguna transferencia por valor de 408 euros, con el concepto de un solo mes; que los Modelos 115 aportados por la demandada, son coherentes con una renta de 408 euros al mes; y a los propios actos del actor, que pese a contar con los documentos que explicaban las trasferencias no consta que formulase ninguna oposición al respecto: «Por ello, aunque pueda extrañar la forma en las partes gestionaron su relación arrendaticia, con pagos dobles mensuales, adelantados en el tiempo, e incluso duplicados en alguna ocasión, lo cierto es que no existe prueba que permita sostener otra conclusión; sin que se pueda afirmar, y sin que se haya acreditado, que el demandado llevaba preparando sus excusas de pago desde, al menos, enero de 2019, falseando el concepto de pago de sus recibos o elaborando facturas ad hoc».

			Supuesto: Contrato nacido con posterioridad a la entrada en vigor del artículo 17.6 y 7 LAU13 en las CC.AA. que han aprobado las zonas de mercado residencial tensionada14, siendo de renta antigua el anterior contrato de arrendamiento. Fijación nueva renta.

			FUENTES-LOJO RIUS15 considera que no puede estarse a dicha renta pues ello supondría perpetuar estos contratos que tiene una renta muy por debajo del mercado. De forma que se debe interpretar como si no hubieran existido y aplicar el límite máximo del precio aplicable conforme al sistema de índice de precios de referencia.

			Supuesto: Contrato nacido con posterioridad a la entrada en vigor del artículo 17.6 y 7 LAU en las CC.AA. que han aprobado las zonas de mercado residencial tensionada16, actualización de la renta para fijar el límite de la nueva pactada.

			FUENTES-LOJO RIUS17 considera que ha de estarse a la última renta exigible a la que se deberán de aplicar las actualizaciones pactadas en dicho contrato, sin que sea de aplicación las limitaciones extraordinarias previstas en el Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo.

			Tratándose de un desahucio al que se ha acumulado la acción de reclamación de cantidad, puede efectuarse un análisis tanto del contrato como de sus cláusulas y, por tanto, procede al análisis de la abusividad de la misma. La renta en el contrato de arrendamiento es la contraprestación principal pactada, y conforme establece el artículo 4.2 de la Directiva 93/13/CEE: «La apreciación del carácter abusivo de las cláusulas no se referirá a la definición del objeto principal del contrato ni a la adecuación entre precio y retribución, por una parte, ni a los servicios o bienes que hayan de proporcionarse como contrapartida, por otra, siempre que dichas cláusulas se redacten de manera clara y comprensible». De modo que el control debe limitarse a que no supere el control de transparencia (STS de 26 de abril de 2022).

			Supuesto: Renta de 1.000 euros bonificada al 50% si el pago es puntual.

			Las partes firmaron un contrato de arrendamiento de vivienda, en cuya cláusula 3.ª se establece: «La renta fijada es de MIL CIEN EUROS (1.100 €) al mes, agua y luz incluido, por adelantado el día CINCO de cada mes. El pago se abonará en efectivo en…». Y en la cláusula 4.ª del contrato relativa a la fianza se establece: «A la firma del presente contrato, los ARRENDATARIOS hacen entrega a los ARRENDADORES de la cantidad de QUINIENTOS CINCUENTA EUROS (550,00 €), en concepto de fianza legal arrendaticia conforme establece el artículo 36.1 LAU».

			Además, el mismo día de la firma del contrato se suscribe un documento Anexo en el cual consta la siguiente cláusula: «PRIMERA Y ÚNICA: que la parte Arrendadora, concede a la parte arrendataria una rebaja sobre el precio de la renta del 50%, aplicable por los sucesivos seis meses desde la firma del presente Anexo, fijándose la misma en la cantidad de QUINIENTOS CINCUENTA EUROS (550 €), agua y luz incluido pagaderos en los primeros CINCO días de cada mes. Transcurrido, TRES días hábiles del vencimiento del pago mensual el inquilino pierde (IPSO-FACTO), el beneficio del descuento del alquiler. Llegado al vencimiento de los SEIS meses establecido, en el caso que las partes no acuerdan una nueva prórroga del descuento, el arrendatario será obligado a abonar la renta en su totalidad según lo establecido por la cláusula TERCERA del mencionado contrato de arrendamiento. El resto de Cláusulado y estipulaciones del contrato permanecen invariables».

			La SAP Santa Cruz de Tenerife, Sección 3.ª, de 29 de marzo de 2023, considera que esa cláusula es nula al no superar el control de transparencia. En realidad, se trata de «una cláusula penal encubierta mediante la cual se duplica el importe de renta mensual pactada de forma automática en los casos en los que el arrendatario se retrase tres días hábiles en el pago de la renta, que resulta claramente abusiva, con un desequilibrio importante de las obligaciones, y que se impone al consumidor por la empresa arrendadora». Entiende que «la renta pactada y vigente entre las partes es de 550 €, encubriendo la redacción de la cláusula tercera y la condición prevista en la determinación de la renta en el anexo una verdadera cláusula penal que ha de reputarse abusiva conforme a lo dispuesto en el artículo 82 del Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias».

			Supuesto: Acuerdo de rebaja de la renta: años recibiendo renta inferior sin reclamación alguna. Actos propios.

			Es frecuente que se alegue el acuerdo verbal de rebaja en la renta. Tal acuerdo comporta una novación del contrato en un elemento esencial del mismo, que es el importe de la renta y como tal habrá de determinarse si es fruto de una actuación unilateral del arrendatario o ha existido convenio. Para lo que, como señalan las SSTS de 27 de junio de 1992 y de 17 de febrero de 1987, ha de tenerse en cuenta que la novación nunca se presume ni puede inferirse de meras deducciones o conjeturas. Y como dice la SAP Granada, de 19 de marzo de 2021, «[…] la voluntad de novación modificativa de la obligación, con carácter definitivo y no temporal, es materia que ha de interpretarse en sentido restrictivo […]».

			En un caso en que se declaró probado que la renta que se pagó durante cinco años fue de 1.000 euros/mes, inferior a la establecida en el contrato, sin que la arrendadora remitiera comunicación alguna reclamando pagos, ni comunicando actualización de rentas… y sin que diera razón suficiente del porqué de esta situación, la SAP Madrid, Sección 21.ª, de 13 de diciembre de 2016, consideró acreditado un acuerdo de rebaja. En el mismo sentido, la SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 7 de diciembre de 2023, consideró probado el pacto verbal de reducción de la renta a 1.000 euros mensuales, en cuanto la arrendadora giró las facturas renta por ese importe durante dos años, aceptando así una renta inferior a la que se contemplaba en el contrato, sin que tampoco constara protesta alguna durante ese tiempo.

			La SAP Alicante, Sección 9.ª, de 2 de noviembre de 2021, por el contrario, en un supuesto en que se había abonado durante años una renta de 200 euros en lugar de la convenida contractualmente de 350 euros, sin protesta alguna, consideró que, de tal hecho, no podía inferirse la voluntad inequívoca de dicho cambio, con voluntad de causar estado (no equiparable a la mera actitud pasiva o tolerada de no rehusar el pago durante largo tiempo —antes del plazo de prescripción—, pese a ser «parcial») que pudiera configurar un «acto propio» vinculante, a la convenida en el contrato, y novación modificación definitiva de la renta pactada en el contrato de arrendamiento, sino, más bien, que existió por parte del arrendador una condonación de la diferencia de renta pactada con la efectivamente. «Es decir, por circunstancias, parece que económicas tal como se infiere de la contestación a la demanda, lo que aceptó el arrendador no fue esa novación definitiva de la renta del contrato, sino simplemente la rebaja temporal de la misma no vinculante para el mismo».

			2.1.3. Pago en el lugar o forma convenida


			El pago debe efectuarse, tras la reforma del artículo 17 por la Ley 12/2023, por medios electrónicos, salvo que «alguna de las partes carezca de cuenta bancaria o acceso a medios electrónicos de pago», en cuyo caso «a solicitud de esta, se podrá efectuar en metálico y en la vivienda arrendada»; con anterioridad el pago podía realizarse en metálico, transferencia, domiciliación, giro postal, etc.

			Dado que la carga de la prueba del pago incumbe al arrendatario demandado que lo alega, conforme resulta de los apartados 1.º, 3.º y 7.º del artículo 217 LEC, en cuanto se trata de un hecho extintivo de la obligación, cuya falta de justificación solamente a él puede perjudicar, lo normal es que se realice el pago de forma que le permita disponer de un documento que lo acredite. Si la entrega es en metálico se aportará el correspondiente recibo que, conforme al artículo 17.4 LAU está obligado a entregar el arrendador (SAP Baleares, Sec. 5.ª, 767/2023, de 14 de noviembre). La tenencia de los recibos por parte del arrendador comporta, por tanto, una presunción de impago que fácilmente puede ser destruida por el arrendatario con la aportación de los correspondientes recibos de pago (SAP Madrid, Civil, Sec. 13.ª, de 1 de julio de 2011; SAP Navarra, Sec. 1.ª, de 20 de enero de 2004).

			Supuesto: Improcedencia de las cantidades reclamadas por no haberse emitido recibos o facturas.

			La ausencia de factura puede suponer un incumplimiento con relevancia fiscal, pero no enerva la obligación del pago de la deuda del arrendatario frente al arrendador, tal y como se deduce de la normativa reguladora de esta obligación (RD 1619/2012, de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, reformado por RD 1512/2018, de 28 de diciembre), en cuanto no significa que no hubieran existido la prestación que sirve de base a la acción ejercitada por el arrendador: «La factura en el contrato de arrendamiento es una exigencia legal derivada de la legislación tributaria pero no supone un previo condicionante para el pago de la renta, cuya obligación nace con el devengo de los plazos fijados en el contrato, no por la emisión de la factura» (SAP Cuenca, de 7 de noviembre de 2017).

			El artículo 17.4 LAU establece que: «Si el arrendador no hace entrega del recibo, serán de su cuenta todos los gastos que se originen al arrendatario para dejar constancia del pago». Es decir, que la obligación de documentar/justificar el pago de la renta o suministros es del arrendador y debe hacerse en legal forma, pero la ley no posibilita que su incumplimiento justifique el impago, pues la consecuencia es hacerle responsable del pago de los gastos que se puedan ocasionar, y esta previsión debe entenderse aplicable a la expedición de la factura.

			En el caso de que el pago se haga por transferencia bancaria se deberá aportar el justificante de la misma, sin que una mera solicitud de transferencia en donde no aparece la impresión mecánica de la entidad bancaria validándola sirva de justificante del pago (SAP Barcelona, Sec. 13.ª, de 15 de enero de 2024).

			Es frecuente que se pacte en el contrato la cuenta a la que deben hacerse los pagos o estos se domicilien, lo que plantea problemas en caso de cambios en las cuentas. Señala la SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 1 de diciembre de 2005, que el domicilio de pago de las rentas debe ser el convenido inicialmente por las partes, sin que les sea lícito cambiarlo por su propia voluntad ya que «la validez y el cumplimiento de los contratos no puede dejarse al arbitrio de uno de los contratantes».

			Supuesto: Se dejan de pasar al cobro los recibos por haber resultado impagado uno generando gastos.

			Como hechos declarados probados se considera:

			•El día 11 de septiembre de 2008, la arrendadora pasa al cobro mediante domiciliación en la cuenta corriente de la demandada el recibo de renta correspondiente al mes de septiembre de 2008. Dicho recibo es devuelto el día 23 de septiembre con un coste para la arrendadora en concepto de comisión por la devolución del recibo de 7,54 euros.

			•El día 1 de octubre de 2008, arrendataria ingresa en la cuenta corriente de la que es titular la arrendadora la renta de los meses de septiembre y octubre de 2008.

			•La arrendadora deja de pasar al cobro mediante domiciliación los recibos de renta, ni tampoco pasa al cobro el recibo correspondiente a la tasa de recogida de basura correspondiente al año 2008.

			•La arrendadora el día 9 de enero de 2009, presenta demanda basada en la falta de pago de la renta de los meses de diciembre de 2008 y enero de 2009, así como del recibo correspondiente a la tasa de recogida de basura.

			•La demandada, el día 19 de enero de 2009, paga mediante giro postal la renta correspondiente a los meses de diciembre de 2008 y enero de 2009, el día 10 de febrero de 2009 gira el mes de febrero y el día 6 de marzo de 2009 gira el mes de marzo.

			En el juicio se declara que la demandada no se halla al corriente de pago de la tasa de basuras. La demandada opone el cambio de sistema de pago como causa de desestimación de la demanda. La SAP Barcelona, Sección 4.ª, de 27 de julio de 2010, desestima este motivo de oposición, considerando que, con el ingreso de dos mensualidades, en la cuenta corriente de la actora acepto el nuevo sistema de pago, que viene justificado por la devolución del recibo de septiembre y el gasto generado en concepto de comisión por recibos impagados: «La demandada no puede ampararse en el cambio de sistema de pago de la renta, pues por un lado, porque ella misma lo ha provocado, y por otro, porque conoce el número de cuenta corriente de la arrendadora donde efectuar el pago de la renta del mes de diciembre de 2008, por lo que puede ingresarlo en la cuenta corriente de la arrendadora, como hizo con la renta de los meses de septiembre y octubre de 2008. Finalmente, la arrendataria podía exigir que se le volvieran a pasar los recibos al cobro mediante domiciliación bancaria pero no dejar de pagar».

			Supuesto: Pago por consignación notarial.

			La consignación notarial de las rentas debidas no puede considerarse como pago de no reunir los requisitos establecidos en los artículos 1.176, 1.177 y 1.178 CC, de forma que, para que tenga efectos liberatorios, debe haber ofrecimiento de pago, ser anunciada la consignación a las personas interesadas en el cumplimiento de la obligación y ajustarse a las disposiciones que regulan el pago. Una consignación notarial carece de la incondicionalidad e indisponibilidad para el deudor que son necesarias para atribuirles eficacia liberatoria (STS de 18 de octubre de 2006).

			El depósito de la renta en una notaría cuyo destino final no consta se haya entregado a la arrendadora no supone el cumplimiento de sus obligaciones (SAP Madrid, Sec. 20.ª, de 3 de junio de 2019).

			2.1.4. Pago al arrendador o persona autorizada


			El pago debe realizarse, para que sea liberatorio, al arrendador o a la persona que este designe.

			Supuesto: Arrendatario que promueve incidente del artículo 675 LEC y no abona la renta al adjudicatario.

			La SAP Málaga, Sección 5.ª, de 15 de mayo de 2020, considera que, aunque hubiera promovido el incidente del artículo 675 LEC, no tenía que conocer el momento en que debía de dejar de realizar el abono de renta al antiguo arrendador. Para ello sería necesario que el nuevo propietario proporcionara al arrendatario los nuevos datos de pago con indicación de la cuenta corriente en la que debían realizarse y puesto que el requerimiento que el adjudicatario realizó, al efecto, no fue recibido por el arrendatario, desestima la acción de desahucio.

			Supuesto: Pago a la Agencia Tributaria que ha decretado el embargo cuando el deudor no es el arrendador.

			Cuando el arrendatario es requerido por la Agencia Tributaria para que retenga el importe de las rentas y se las abone en lugar de al arrendador, por un embargo, y así lo hace, no puede prosperar la acción de desahucio, aunque el embargo se haya trabado respecto de quien dice no ser arrendador.

			La SAP Zamora, Sección 1.ª, de 20 de abril de 2022, conoció de un supuesto en que una finca salió a subasta, sin que constara en la publicidad la existencia de edificación alguna. Al adquirente, se le entregó la posesión, haciéndose constar que lo era con exclusión de edificaciones. En la finca había construcción y se había arrendado. El arrendatario pagó la renta a la Agencia Tributaria al haberse embargado por deudas del arrendador. El adquirente de la finca presentó demanda de desahucio por falta de pago respecto de la renta que ha sido abonada a la Agencia Tributaria.

			La Sala desestimó la acción de desahucio, pues el actor no podía ser declarado propietario de la nave arrendada, con derecho al abono de la renta, en un juicio de desahucio y debería ser en el juicio declarativo que correspondiera donde, con carácter previo, se resolviera la controversia sobre la extensión de la propiedad y la hipoteca y a quien debe el arrendatario abonar la renta.

			Supuesto: Embargo judicial a quien no es el arrendador.

			La consignación judicial de la renta como consecuencia de una orden efectuada por un Juzgado produce efectos liberatorios, no pudiendo exigirse una duplicidad de pago a quien ha cumplido en virtud de un mandato judicial de embargo.

			La SAP Madrid, Sección 13.ª, de 15 de abril de 2021, conoció de un supuesto en que se celebró un contrato de arrendamiento, recibiendo el arrendatario una orden de embargo y depósito de la renta de octubre y noviembre de 2018 dictada en un procedimiento de ejecución judicial seguido contra el titular registral del inmueble que no coincidía con el arrendador. El arrendador interpuso demanda de desahucio por no haberse abonado la renta de octubre y noviembre de 2018, no dando virtualidad el arrendador a esa consignación en cuanto esa entidad no era parte de la relación jurídica derivada del contrato de arrendamiento y en el oficio se había acordado el embargo de las rentas en calidad de arrendatario siendo el arrendador una entidad errónea. La SAP Madrid, Sección 13.ª, de 15 de abril de 2021, desestimó la demanda, por cuanto el arrendatario se limitó a cumplir un mandato judicial de embargo, y su pago debe producir efectos liberatorios.

			2.1.5. Varias deudas. Imputación de pagos


			Señala la SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 6 de mayo de 2020, siguiendo el criterio de la STS de 19 de abril de 2016 que: La imputación de pagos es el mecanismo jurídico de atribución del pago cuando este no cubre la totalidad de las (1) varias obligaciones o deudas de la misma especie o clase que un mismo deudor debe a un mismo acreedor (ha de haber, pues, un deudor con varias deudas); (2) independientes entre sí, que han de pagarse a un mismo acreedor (STS de 25 de junio de 1999); (3) dichas deudas han de haber vencido (1.174 CC: «se estimará satisfecha la deuda más onerosa al deudor entre las que estén vencidas»), ser exigibles, homogéneas, sustituibles, no preferentes entre sí, y el pago efectuado no las ha de cubrir totalmente.

			Cuando el deudor realiza un pago a favor del acreedor, tiene la facultad de señalar o determinar a qué obligación concreta debe aplicarse el pago efectuado, extinguiéndola por cumplimiento; ese señalamiento o designación es la «imputación» (dice el TS que consiste en «la declaración del deudor sobre el destino de la prestación que realiza»). Cabe también que entre las partes obligadas se haya convenido un orden de imputación convencional. En caso de no ejercer el deudor el derecho de imputación y de no estar prevista por convenio, podrá realizar la imputación el acreedor; pero, para su validez, será preciso que el deudor la acepte. La STS de 19 de abril de 2016 (256/2016), analiza los criterios de la imputación de pagos previstos en los artículos 1.172 y 1.774 CC; se admiten varias modalidades de imputación de pagos, aplicables en el orden que se indica a continuación:

			
a)Convencional

			1.º En primer lugar, la imputación hecha por el propio deudor que, al momento de proceder al pago, indica al acreedor qué deuda concreta se entiende saldada con dicho pago (art. 1.172 CC); lo cual supone una manifestación del favor debitoris propio del derecho de obligaciones, además de la circunstancia de que el deudor sabrá mejor que nadie cuál de las posibles deudas entiende pagada.

			2.º La imputación: a) hecha por el acreedor, y b) consentida por el deudor. Es decir, en caso de que el deudor no señale a qué deuda concreta deba aplicarse la prestación, podrá hacerlo el acreedor en el momento de recibir el pago, siempre contando con el consentimiento del obligado.

			
b)Legal

			Supuesto de aplicación supletoria, contemplado en el artículo 1.174 CC («Cuando no pueda imputarse el pago según las reglas anteriores, se estimará satisfecha la deuda más onerosa al deudor entre las que estén vencidas. Si estas fueren de igual naturaleza y gravamen, el pago se imputará a todas a prorrata»): ante la ausencia de señalamiento por parte de deudor y acreedor (aceptada por el deudor) de la concreta deuda que debe extinguirse con el pago, se entenderá satisfecha la deuda más onerosa para el deudor de entre las que se hallen vencidas (ello conlleva escalonar las obligaciones pendientes y vencidas según el perjuicio económico que pueda generar su incumplimiento para el deudor). Si todas dichas deudas fueran de igual naturaleza y, por tanto, no existiera una deuda más onerosa que las demás, el pago se imputaría a todas ellas a prorrata, es decir, de forma proporcional a su importe. El criterio de antigüedad en los créditos no juega papel alguno.

			Supuesto: Pagos que el arrendador ha imputado a deudas no reclamadas en la demanda y a los que no ha hecho referencia.

			La SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 6 de marzo de 2023, conoció de un supuesto en que el actor basaba su demanda en el impago de cinco mensualidades (de octubre 2020 a febrero de 2021), que el demandado probó que había pagado. El actor, no obstante, manifestó en el juicio que esos pagos los había imputado a deudas anteriores.

			La Sala partiendo de que el deudor no hizo imputación de pagos al hacer la transferencia y tampoco el arrendador hizo en el recibo la aplicación del pago (no se han aportado a los autos los recibos ni su resguardo o copia ni siquiera consta que el arrendador emitiese un recibo más allá del documento bancario de transferencia), entiende acreditado el pago de la renta, pues la reclamación se ciñó a unas concretas mensualidades y ni se justifica la «existencia de impagos anteriores ni se acredita ni justifica de manera ninguna que los pagos efectuados por transferencia por el demandado hayan de imputarse a mensualidades distintas a aquellas en los que las transferencias se efectuaron. Admitir sin más la alegación de la demandante en el acto del juicio, sin prueba o acreditación alguna que la avale, cuando la reclamación articulada en la demanda se ciñe a unas mensualidades concretas, supone una alteración de los términos del debate que impedirían la defensa de los demandados».

			La SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 3 de marzo de 2023, atendiendo a las alegaciones y prueba practicada en el juicio, por el contrario, en un supuesto de hecho similar, concluye que la renta no ha sido pagada, por cuanto los pagos ya fueron contabilizados, al presentar la demanda, por la administración de las fincas del arrendador, conforme al listado de recibos y cobros presentado.

			El principal problema que surge, en estos casos, es que, si el actor no menciona en la demanda que ha hecho una imputación de pagos, puede generar indefensión al demandado, que aporta los justificantes de pago de los meses que se le reclaman y en el juicio se alega por primera vez que se han imputado a impagos anteriores privándole de la posibilidad de justificar que también los ha abonado. La SAP Las Palmas, Sección 3.ª, de 5 de febrero de 2018, en un supuesto en que la demanda se basa en el impago de los meses de abril y mayo de 2016 y el demandado acreditó el pago de los meses de abril, mayo, junio y julio de 2016, entiende que la imputación la «debió haber realizado en su demanda puesto que de otro modo no puede conocer el demandado que renta se le está reclamando y que justificante debe aportar para acreditar la renta reclamada. Así es que el demandante vino a decir en el acto de la vista que la renta ingresada el mes de abril se correspondía a febrero. El arrendatario demandado opuso los pagos y acreditó los mismos conforme a la reclamación efectuada en demanda, véase recibos y cuadro de abonos en certificación bancaria, a lo que el actor arrendador realizó la alegación unilateral de que la renta de febrero se abonó en abril y así sucesivamente. Pero insistimos, dicha alegación e imputación de pagos ha de realizarse en la demanda, y en la demanda solo se indicó que se debió abril y mayo, y tenía que haber especificado que la renta abonada el abril no se correspondía a abril sino a febrero».

			Supuesto: Imputación al pago de renta de cantidades destinadas a la opción de compra.

			Se consideran acreditados los siguientes hechos:

			•Con fecha 13 de septiembre de 2018, se celebra un contrato de arrendamiento con opción a compra con una duración de un año y medio, del 13 de septiembre de 2018 al 1 de octubre de 2018, fijando una renta de 1.000 euros al mes, a abonar del 1 al 5 de cada mes en la cuenta corriente de la propiedad. Asimismo, las partes pactaron que antes del transcurso del plazo de duración del contrato, la arrendataria tendría que adquirir la propiedad del inmueble objeto del arrendamiento, debiendo comunicarlo a las titulares de modo fehaciente dentro del mes anterior a la fecha de expiración. Se fijó como precio de compra de la vivienda el de 260.000 euros y se entregaron 10.000 euros en concepto de arras. El plazo para el ejercicio de la opción de compra finalizaba el día 1 de marzo de 2020.

			•Con anterioridad a la llegada de dicha fecha, 1 de marzo de 2020, la arrendataria no requirió fehacientemente a la propiedad al efecto de ejercitar el derecho de opción de compra, ni las propietarias remitieron comunicación alguna a la arrendataria.

			•La arrendadora realizó transferencias el 10 de marzo de 2020, 29 de junio de 2020, 28 de septiembre de 2020, 28 de septiembre de 2020, 28 de octubre 2020 lo que hace un total de 21.400 euros.

			•La arrendadora dejó de abonar las rentas de octubre y diciembre de 2020, enero, febrero, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre de 2021, lo que hace un total en concepto de rentas de 9.000 euros, así como la suma 903,99 euros en concepto de suministros.

			•En fecha 9 de junio de 2021, la propiedad, a través de su Letrado, remitió un burofax a la arrendataria notificándole fehacientemente la finalización del contrato de arrendamiento, así como la voluntad de las propietarias de no venderle la casa por incumplimiento de la arrendataria, por no respetar la fecha en que tenía que haber comprado la misma, sí como su intención de no renovar el contrato de alquiler.

			Se ejercita acción de desahucio por falta de pago y reclamación de cantidad. El demandado opone que no debe la cantidad reclamada por haber abonado un total de 21.400 euros, que atendido a que el plazo para el ejercicio de la opción a compra finalizaba el día 1 de marzo de 2020, no se puede entender que los pagos realizados sean cantidades a cuenta del precio de compra, por lo que únicamente se pueden imputar a alquileres pagados por adelantado.

			La SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 19 de enero de 2024, resuelve que, puesto que el plazo para el ejercicio de la opción de compra había expirado el 1 de marzo de 2020, las transferencias realizadas desde el 10 de marzo al 28 de octubre de 2020 ya no podían ir destinadas a pagar el precio de la vivienda y solo podían ir destinados al pago de alquileres y suministros. En consecuencia, la no deberse cantidad alguna, desestimó la demanda.

			2.1.6. Pago recibos posteriores sin reserva


			El párrafo segundo del artículo 1.110 CC establece que: «el recibo del último plazo de un débito, cuando el acreedor tampoco hiciere reservas, extinguirá la obligación en cuanto a los plazos anteriores». La justificación del establecimiento de dicha presunción, indica la SAP Segovia, de 31 de julio de 2002, tiene su razón de ser en que es lo normal y lo usual, y así lo acredita la práctica constante, pagar en último lugar el último plazo por el orden de los sucesivos vencimientos y el capital. Por ello si el deudor prueba que dichos pagos se han efectuado, es lógico presumir que en principio los pagos de los plazos anteriores se han producido. Estamos ante una presunción iuris tantum favorable al deudor en virtud del principio del favor debitoris, pero en ningún caso una presunción iuris et de iure. Señala la SAP Segovia, de 31 de julio de 2002: «frente a los criterios doctrinales clásicos que consideran la presunción creada en el susodicho artículo 1.110 como iuris et de iure, e incluso frente al automatismo que en su aplicación hace la jurisprudencia (S. 17/jul/87), de la consideración de que se trata de una presunción iuris tantum adoptando así una interpretación del precepto que conlleva y propicia una aplicación más justa y razonable, evitando así en aras del favor debitoris que se produzca por ministerio de la Ley una extinción injustificada de la obligación, por lo que la función del favor debitoris es la de facilitar la extinción de su deuda, por lo que tal presunción iuris tantum debe operar valorándose conjuntamente con los demás elementos de prueba obrantes en autos. En efecto la justificación del establecimiento de dicha presunción en el meritado artículo 1.110 CC tiene su razón de ser en que es lo normal y lo usual, y así lo acredita la práctica constante, pagar en último lugar el último plazo por el orden de los sucesivos vencimientos y el capital. Por ello si el deudor prueba que dichos pagos se han efectuado presentado los recibos o de otra manera es lógico presumir que en principio los pagos de los plazos anteriores se han producido, lo cual al tiempo de facilitar al deudor una prueba (la del art. 1.214 CC), que podría ser difícil al referirse a un hecho alejado en el tiempo, si no se pueden presentar documentos al respecto por que no se conservan, tiene la virtud de no colocar al acreedor en una situación irreversible con respecto a la defensa de sus créditos cuando estos subsisten realmente».

			Este precepto la jurisprudencia menor lo aplica al contrato de arrendamiento (SAP Valencia, Sec. 8.ª, de 23 de mayo de 2023), en contra COSTAS DE VICENTE18 considera que se está refiriendo al pago de obligaciones a plazo y no resulta de aplicación al contrato de arrendamiento ya que el pago de la renta es un pago periódico, y no aplazado.

			2.1.7. El demandado opone la prescripción de la acción para reclamar la renta


			El instituto de la prescripción de las acciones se fundamenta tanto en una renuncia tácita a su ejercicio como en una presunción legal de abandono o dejación de este, no basándose, por tanto, en razones de justicia intrínseca, sino en motivos de seguridad jurídica y como limitación al ejercicio tardío de los derechos, por lo que debe merecer un criterio restrictivo en su aplicación. El acto interruptivo elimina el curso hacia la prescripción, debiendo contarse nuevamente por entero el plazo correspondiente, reconociendo el Código Civil, en su artículo 1.973, tres causas de interrupción de la prescripción: por su ejercicio ante los tribunales, por reclamación extrajudicial del acreedor y por cualquier acto de reconocimiento de la deuda por el deudor; caracterizadas por la anulación del tiempo transcurrido, siendo tras la terminación del acto interruptivo cuando comienza a contarse de nuevo el plazo de prescripción.

			En cuanto al régimen jurídico de la prescripción para reclamar las cantidades debidas por el contrato de arrendamiento viene regulado en el artículo 1.966.2.ª CC, de acuerdo con el cual, la obligación de satisfacer el precio de los arriendos prescribe por el transcurso de cinco años (STS de 16 de febrero de 2012). Para su cómputo debe tenerse en cuenta que, desde el devengo de cada una de las rentas mensuales sin que se hubiera pagado, empieza el cómputo de prescripción de esa concreta renta arrendaticia (SAP Madrid, Sec. 21.ª, de 18 de noviembre de 2021). Así si se remite una carta reclamando el pago de las rentas el 21 de noviembre de 2018, solo estarían prescritas las rentas arrendaticias devengadas desde abril de 2011 hasta noviembre de 2013.

			Supuesto: Interrupción prescripción: pagos parciales sin que hayan transcurrido 5 años entre ellos.

			Cada pago parcial, en cuanto supone un reconocimiento de deuda, interrumpe el plazo de prescripción de los 5 años de las rentas arrendaticias mensuales devengadas hasta esa fecha (siempre que, a esta fecha, no hubiera transcurrido el plazo de los 5 años por completo), comenzando a correr de nuevo desde el principio esos plazos interrumpidos. Y con el nuevo pago parcial se vuelven de nuevo a interrumpir el plazo de los 5 años de las rentas arrendaticias mensuales que comenzarán a computarse de nuevo desde un principio. Y así sucesivamente de una manera ininterrumpida. Si, entre los pagos parciales no han transcurrido 5 años no está prescrita la acción de cobro del crédito derivado del impago de alguna de ellas, que subsiste respecto de todas y cada una de ellas (SAP Madrid, Sec. 21.ª, de 18 de noviembre de 2021).

			Supuesto: Pleito anterior para determinar la renta. Comienzo de la prescripción.

			La STS de 16 de febrero de 2012 conoció de un supuesto en que el demandante interpuso la demanda de desahucio el 31 de julio de 2006, una vez, se había declarado firme la sentencia dictada en procedimiento sobre actualización de renta (auto de 18 de octubre de 2005 que inadmitió el recurso de casación). A lo que el demandado opuso la prescripción entendiendo que ese previo proceso declarativo de actualización y fijación de la renta no impidió al demandante ejercitar la acción de reclamación de rentas.

			La referida sentencia desestimó la excepción considerando que ese proceso «que tuvo por objeto determinar si la actualización de la renta efectuada por la arrendadora se realizó o no correctamente, era presupuesto necesario para fijar la cuantía de las rentas objeto de reclamación en el supuesto ahora analizado. Entre ambas acciones no solo hay plena identidad de sujetos y causa de pedir sino que además la acción de reclamación de rentas por parte de la demandante/arrendadora no es una acción independiente de la acción interpuesta en previo procedimiento instado por el arrendatario, sino dependiente de esta, ya que la fijación de la renta es requisito necesario para concretar la renta a reclamar, sin que por otro lado puede exigírsele a la arrendadora, como mantiene el recurrente, que dicha reclamación se realice a través de reconvención, ya que compete a dicha parte decidir el modo y el tiempo de ejercer su derecho dentro del plazo fijado legalmente para tal derecho».

			2.1.8. El demandado opone «mora accipiendi»


			Las Audiencias rechazan la prosperabilidad de la acción de desahucio cuando el acreedor haya incurrido en mora accipiendi, dado que este, aunque en cuanto titular de la obligación, que como activo se inserta en su patrimonio y con facultades de disposición sobre la misma, no tiene la obligación jurídica de recibir la prestación en que aquella consista. Si tiene, en cambio, la obligación de no impedir que el deudor cumpla aquello que le incumbe. Para que se aprecie es necesario que concurran los siguientes requisitos: a) Existencia de una obligación vencida; b) que para el cumplimiento de la anterior el deudor haya que contar con la actividad del acreedor; c) que el deudor realice todo lo conducente a la ejecución de la prestación, lo que supone, en tesis general, el ofrecimiento de pago al acreedor; y d) que el acreedor no acepte la prestación o concurra falta de cooperación por su parte, sin justificación legal alguna, provocando así un ficticio incumplimiento del propio deudor.

			Para que quepa considerar la mora accipiendi, la misma ha de predicarse de todas y cada una de las prestaciones en que la obligación consista, sin que quepa extender los efectos de la mora del acreedor a obligaciones futuras y aún no vencidas. De concurrir los requisitos exigidos para estimar la mora del acreedor, se produce como efecto la exclusión de la mora del deudor (SSTS de 9 de julio de 1941 y 12 de junio de 1969) y no puede calificarse de incumplimiento su actitud, lo que obsta la viabilidad de la acción de desahucio.

			Esta situación de falta de cobro exige pues que el deudor efectué un acto positivo tendente al pago, como sucede mediante la remisión de giros postales, ingresos en cuenta corriente u otro medio que ponga a disposición del acreedor la suma debida y este la rechaza o rehúsa devolviéndola al deudor (SAP Barcelona, Sec. 4.ª, de 2 de diciembre de 2015), lo que acreditara que no ha existido voluntad por la arrendadora de cobro, al rehusar su recepción (SAP Las Palmas Sec. 5.ª, de 14 de noviembre de 2022).

			La mora del acreedor excluye el incumplimiento del deudor que, en otro caso, permitiría la resolución del contrato de arrendamiento, pero no le libera de su obligación (SAP Madrid, Sec. 21.ª, de 14 de marzo de 2022). De modo que cuando se ejercita acumuladamente la acción de reclamación de cantidad la mora accipiendi determina que no pueda estimarse la acción de resolución contractual, otra cuestión, es, sin embargo, respecto de la reclamación de cantidad.

			Así un resguardo de giro postal hace prueba del pago siempre y cuando haya sido recibido y aceptado por el arrendador, de no ser así prueba únicamente el ofrecimiento de pago por parte del arrendatario. De un giro postal rehusado podrá derivarse efectos en cuanto a la constitución en mora del acreedor o para evidenciar la voluntad de pago del deudor, de tal forma que excluya su intención de infringir el contrato, descartando con ello la causa resolutoria, pero en ningún caso, hacen prueba del pago con efectos liberatorios (SAP Madrid, Sec. 10.ª, de 12 de abril de 2012).

			Y es que, para que el arrendatario se libere de la obligación es necesario que proceda a su consignación (SAP Madrid, Sec. 21.ª, de 14 de marzo de 2022). Como señala la SAP Barcelona, Sección 4.ª, de 13 de mayo de 2020, con cita de la de esa misma Sección 1018/19, de 10 de octubre: «constando en autos el reconocimiento de impago de los 90,15 euros correspondientes a la mensualidad de febrero de 2018, lo cierto es que la mora accipiendi (de haber existido) no habría producido per se la extinción de la obligación del arrendatario de abonar la renta (ni la del derecho del arrendador a recibir el importe de la misma), sino que solo facultaba a aquel (si quería quedar liberado de su obligación) a realizar la consignación judicial (art. 1.176 CC). Por tanto, dado que no consta que el demandado (que ha reconocido sus obligaciones contractuales) acudiese a la consignación judicial ante la presunta falta de cobro por parte de la arrendadora; debe concluirse que el mismo adeuda las cantidades que se le reclaman y que, por ello, la pretensión pecuniaria de la demandante debe ser estimada en su integridad (sin que proceda devengo alguno de intereses de demora al haber sido provocado el impago por la mora del propio acreedor que rechazó la entrega)».

			Supuesto: No se pasan al cobro los recibos que estaban domiciliados.

			En principio, se considera que la falta de giro de recibo en la cuenta bancaria en la que se había domiciliado el pago, no es suficiente para apreciar una mora accipiendi en el arrendador, pues, el pago de la renta constituye la principal obligación del arrendatario, que ha de cumplirla puntualmente, y para cuyo cumplimiento este ha de observar una diligencia media. Ante la actitud pasiva del arrendador, al no presentar los recibos al cobro, una diligencia mínima obliga al arrendatario a intentar el pago por cualquier otro medio, a través de un efectivo ofrecimiento de pago —giro postal— o procediendo a su consignación bien por vía notarial bien por vía judicial. Por ello, la SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 22 de abril de 2014, estimó el desahucio en un supuesto en que el arrendador dejo de pasar recibos al cobro para evitar gastos de devolución y el arrendatario no pago la renta de tres meses.

			Es pues determinante la conducta de ambos, así la SAP Barcelona, Sección 13.ª, de 13 de julio de 2023, conoció de en un caso en que la arrendadora dejo de girar los recibos de dos meses existiendo en la cuenta saldo suficiente para atenderlos, y sin que hubiera habido incumplimientos previos de pago. El arrendador requirió de pago por esos recibos, contestando el arrendatario que no entendía que había podido ocurrir y solicitando le confirmaran la cantidad pendiente para hacer una transferencia, a lo que el arrendador no contestó. Se pasaron al cobro dos recibos de meses posteriores a la cuenta del arrendatario que fueron abonados. El siguiente recibo nuevamente no se pasó al cobro. La arrendadora presenta demanda por el impago de los tres recibos y el arrendatario consigna su importe.

			La Sala entiende que no concurrían los requisitos para que pueda prosperar la acción resolutoria instada por la parte arrendadora, «por no haber clara constancia de un incumplimiento propio, grave, o esencial de los demandados arrendatarios, apreciándose, por el contrario, el carácter abusivo o contrario a la buena fe de la pretensión resolutoria, basada en una apariencia de incumplimiento, por haberse dejado de girar por la demandante los recibos de renta contra la cuenta de los demandados, de acuerdo con el sistema de pago normalmente utilizado que fue acordado entre las partes, habiendo en la cuenta de los demandados saldo suficiente para el pago de las rentas al tiempo de su devengo; y por no haber atendido la demandante la solicitud de los demandados para pagar los recibos que no le habían sido girados con anterioridad a la presentación de la demanda».

			Supuesto: No acude al domicilio del arrendatario a cobrar la renta

			Con carácter general, «la omisión en la presentación de los recibos no excusa a los arrendatarios de su deber de abonar la renta, ni es causa justificativa de su incumplimiento, como tampoco presupone una negativa al cobro por parte de la propiedad, lo que impide la apreciación de la mora accipiendi» (SAP Barcelona, Sec. 4.ª, de 21 de marzo de 2023), como indicaba la SAP Barcelona, Sección 4.ª, de 13 de mayo de 2020 «el simple hecho de no pasar la arrendadora por el local a cobrar la renta no la constituye en mora, y la deudora sigue obligada al pago de la renta disponiendo de elementos múltiples para hacerlo (consignación judicial, giro postal —conocía el domicilio—, ingreso en cuenta —conocía la de la arrendadora—)».

			Habrá, pues de analizarse las circunstancias del caso, y así la SAP Madrid, Sección 21.ª, de 14 de marzo de 2022, en un supuesto en que, se había convenido como lugar de pago el domicilio del arrendatario, sin constar el domicilio del arrendador en el contrato, ni indicación de cuenta corriente donde hacer el pago, y teniendo en cuenta que el arrendador no hubiera acudido al domicilio designado para cobrar la renta, desestimó el desahucio en cuanto «para el cumplimiento de la obligación de pago de la renta era necesario en el caso el concurso de la arrendadora acreedora, de modo que al no prestar su deber de colaboración en el cumplimiento de la prestación del arrendatario, no cabe sino concluir que la misma se constituyó en mora, por imposibilitar el cumplimiento del deudor, lo que excluye la mora e incumplimiento de este».

			Supuesto: Subrogación. Cancelación cuenta antigua por el arrendador. Comunicación nueva cuenta.

			La SAP Cádiz, Sección 2.ª, de 13 de abril de 2021, conoció de un supuesto en que se dieron como probados los siguientes hechos:

			•Se celebra contrato de arrendamiento abonándose la renta en una cuenta corriente designada por el arrendador.

			•Hay subrogación en el contrato por transmisión del inmueble y el nuevo propietario comunica una nueva cuenta corriente a donde deberían efectuarse los pagos.

			•El arrendatario abona en la cuenta corriente antigua las mensualidades de marzo a noviembre de 2019, que son aceptadas por el nuevo arrendador.

			•El arrendador cancela la cuenta corriente antigua en noviembre de 2019.

			•El arrendatario continúa ingresando en la cuenta corriente antigua las rentas debidas desde diciembre 2019 hasta junio 2020, que son devueltas por el Banco.

			•El arrendador presenta demanda de desahucio por impago de la renta desde diciembre de 2019 a junio 2020.

			La SAP Cádiz, Sección 2.ª, de 13 de abril de 2021, estimó el desahucio en cuanto: «no habiendo acreditado la parte demandada que habiendo recibido notificación de la nueva cuenta donde debía realizar los ingresos, diera la orden a su entidad bancaria para que procediera a realizar la transferencia del importe de las rentas a la nueva cuenta de titularidad de los propietarios de la vivienda, asegurándose de que el pago se realizaba en la cuenta de titularidad de los nuevos acreedores, entendemos que el error padecido por la demandada o su falta de diligencia en asegurarse de que el pago se venía realizando en la nueva cuenta que le había sido comunicada, no puede determinar una actitud de mala fe del acreedor por cancelación de la cuenta de pago originaria que pueda llevarnos a entender que exista mora accipiendi cuando habían comunicado a la arrendataria el número de la nueva cuenta donde se debían realizar los ingresos de la renta».

			Supuesto: Envío del importe por correo. No lo recibe el arrendador.

			Celebrado contrato de arrendamiento se pacta el pago de la renta en la cuenta designada por el arrendador, este cambia de número de cuenta y se realiza el pago en mano. No siéndole posible al arrendatario el pago de dos mensualidades por estos medios procede a remitir su importe al domicilio que figura en el contrato, a través del servicio específico de correos, sin embargo, el arrendador no lo recibe.

			La SAP Valencia, Sección 11.ª, de 18 de enero de 2024, consideró que la remisión por correo del importe es un medio a priori idóneo y seguro para la finalidad pretendida de intento de pago. Y su falta de entrega «vino motivado solo por circunstancias imputables en principio al arrendador, fuera la de su rechazo expreso a su cobro mediante su recogida, o la apuntada por el actor por su cambio de domicilio, pero sin acreditar a su vez haberlo así advertido al arrendatario. Quedando justificada, en consecuencia, de manera suficiente la mora accipiendi del arrendador», por lo que no estima la acción de resolución contractual.

			
2.2. IMPAGO DE LA RENTA ACTUALIZADA


			La falta de pago de la actualización de la renta puede ser causa, aunque se hayan abonado las demás cantidades, de la estimación del desahucio.

			Para ello deben concurrir los requisitos exigidos para que la actualización sea válida, y, en caso, de no estar conforme con la realizada por el arrendador, oponerse a ello en el juicio de desahucio, siendo aconsejable que se consigne su importe para que la acción pueda declararse enervada en caso de que se desestimara su oposición.

			2.2.1. Actualización en contratos celebrados antes del 9 de mayo de 1985


			Las Disposiciones Transitorias 2.ª.D) y 3.ª.C) LAU establecieron un sistema de actualización legal para desbloquear la situación de las rentas congeladas, tratando de recuperar las variaciones no repercutidas de la inflación desde la fecha de celebración del contrato o desde la última revisión legal.

			Este sistema, no obstante, ya no puede aplicarse por haber transcurrido el plazo establecido al efecto. De forma que, en la actualidad, habrá de estarse a la cláusula de estabilización establecida en el contrato y, en su defecto, al IPC de los últimos 12 meses19.

			En cuanto al procedimiento, O’CALLAGHAN MUÑOZ20 considera aplicable, el artículo 101 TRLAU 1964 dictado para incrementos y estabilizaciones legales. En el mismo sentido, puede citarse la SAP Badajoz, Sección 2.ª, de 16 de junio de 2021, que lo fundamenta en que las normas transitorias de la LAU 1994 dejan claro que el arrendamiento se sigue rigiendo por el TRLAU 1964, que esta norma no contempla dos procedimientos de actualización, según sea legal o convencional, sino uno solo y que la doctrina del TS ha incidido mucho en la doctrina de los actos propios y en la importancia de la fehaciencia (SSTS 331/2013, de 28 de mayo o 848/2010, de 28 de diciembre). Siguen este criterio la SAP Granada, Sección 4.ª, de 12 de diciembre de 2021 y la SAP Barcelona, Sección 4.ª, de 4 de febrero de 2020, entre otras21.

			Conforme al artículo 101 TRLAU, el arrendador deberá notificar por escrito al inquilino o arrendatario la cantidad que, a su juicio, deba pagar este como aumento de renta y la causa de ello. La elevación será efectiva a partir del mes siguiente a aquel en que se produce y recibe la comunicación, que podrá hacer al arrendatario por nota en el recibo de la mensualidad de pago precedente (STS de 5 de noviembre de 2009).

			Supuesto: El arrendador alega que se comunicó la actualización y aporta facturas, certificado de retenciones fiscales y declaraciones ante la Agencia Tributaria por el IVA.

			La STS de 28 de mayo de 2013 conoció de un supuesto en que el arrendador manifestó que había comunicado al arrendatario la actualización aportando facturas en las que consta como concepto el alquiler del local con el incremento correspondiente a la variación del Índice de Precios de Consumo de un 5% a partir del mes de julio de 2008, lo que supone que la renta de 1.936,13 euros pase a 2.043,44 euros, y porque además aporta certificado de retenciones e ingresos a cuenta del IRPF correspondiente al ejercicio de 2008, y las declaraciones ante la Agencia Tributaria por el IVA, en las que se ha incluido el incremento del IPC.

			La Sala declaró que no puede considerarse como notificación escrita unas facturas y un certificado de retenciones de las rentas a efectos fiscales, a las que, incluso se ha atribuido efectos ex tunc y desestima que se haya realizado válidamente la notificación: «Toda vez que los incrementos de renta no se hicieron en debida forma, ni fueron reconocidos por el arrendatario hasta la demanda por lo que siguió pagando la renta sin la actualización, y sin que el arrendador, hasta este momento, tampoco hiciera nada para solventar un problema que vino a durar una anualidad y que no dota a unas relaciones, como la arrendaticia, de la necesaria certeza y claridad, en un aspecto tan fundamental como es el de la renta, tanto en lo que se refiere a la notificación escrita que el arrendador tiene que hacer al arrendatario, como en la respuesta y en su caso oposición de este a los aumentos» (STS de 28 de mayo de 2013).

			En este sentido, la SAP Valencia, Sección 8.ª, de 30 de noviembre de 2022, considera no acreditada la notificación con solo aportar unas facturas que, «además de ser documentos de confección unilateral y de no concretar ni desglosar el incremento, no consta fueran notificadas a la entidad arrendataria, que siguió pagando la renta pactada mediante transferencia según era usual, sin que la arrendadora nada manifestara al respecto» y sin que sea sin que sea suficiente para entender acreditada la remisión de tales facturas la mera declaración de la empleada de la arrendadora.

			El inquilino o arrendatario ante la notificación del arrendador puede adoptar las siguientes posturas:

			1.º Aceptar expresamente el aumento, dentro de los treinta días.

			2.º Callar, no diciendo absolutamente nada dentro de ese plazo.

			3.º Rechazar el aumento, en el mismo período.

			En el primer caso, el arrendador podrá, al siguiente período de renta, girar el recibo incrementándolo con la cantidad que hubiere propuesto, siendo su pago obligatorio para el inquilino, que no podrá tampoco pedir la revisión de la renta. En el segundo caso, habrá que interpretar que el silencio supone una aceptación tácita, por lo que también podrá el arrendador girar, al siguiente período de renta, el recibo incrementándolo con la cantidad propuesta, siendo su pago obligatorio para el inquilino, pero, a diferencia del caso anterior, dentro de los tres meses de haber realizado el primer pago, podrá pedir la revisión de la renta satisfecha y la devolución de lo indebidamente pagado, y ello en aplicación de lo dispuesto en el artículo 101.4 en relación con el 106 TRLAU 1964. En el tercer caso, el arrendador no podrá girar el aumento al mes siguiente, sino que se verá obligado a acudir a un juicio de revisión: «Cuando el inquilino o arrendatario rechazare la elevación propuesta y esta fuere legítima, el arrendador podrá optar entre reclamarle las diferencias desde el día en que debieron serle satisfechas, o resolver el contrato si fuera temeraria la oposición de aquel. No procederá la resolución si el demandado consignare, antes de contestar a la demanda, las diferencias reclamadas. En ambos casos la acción caducará dentro de los tres meses, a contar desde el día en que la negativa se hubiese producido» (art. 101, regla 5.ª).

			Supuesto: Renta actualizada. El arrendatario se opone en el plazo de 30 días desde la notificación.

			La SAP Pontevedra, Sección 6.ª, de 21 de julio de 2023, declaró que, si el inquilino rechaza el aumento, el incremento del IPC por la actualización realizada por el arrendador no puede ser causa de desahucio por falta de pago, mientras no se haya declarado su procedencia en un juicio de desahucio.

			Supuesto: Renta actualizada. El arrendatario guarda silencio en el plazo de 30 días desde la notificación y se opone en el juicio de desahucio a la actualización.

			Su silencio excluye la posibilidad de aplicar la regla 5.ª de la misma norma y, por tanto, la facultad de la arrendataria de impedir la resolución del contrato consignando antes de contestar a la demanda (STS de 9 de enero de 2023), considerándose una aceptación tácita que permite la estimación de la acción de desahucio, sin entrar a analizar los motivos por los que extemporáneamente se opone a la actualización.

			2.2.2. Actualización en contratos celebrados con posterioridad al 9 de mayo de 1985

			Los contratos celebrados del 9 mayo de 1985 al 31 de diciembre de 1994 están sometidos al régimen del TRLAU 1964, conforme al apartado 1.º de la Disposición Transitoria 1.ª LAU 1994, por lo que habrá de estarse a lo convenido entre las partes.

			A los contratos celebrados desde el 1 de diciembre de 1995 le es aplicable la LAU. De tratarse de un contrato de arrendamiento para uso distinto de vivienda solo se permite la actualización si hay pacto con la consecuencia necesaria que habrá de estarse al contenido del mismo (SAP Burgos, Sec. 3.ª, de 21 de noviembre de 2008). Por tanto y si se pactó expresamente en el contrato la actualización anual de la renta conforme al incremento del IPC, tal actualización no se supedita al cumplimiento de ningún tipo de requisito o de requerimiento del arrendador, y opera automáticamente sobre la base de la convenido en el contrato (SAP Santa Cruz de Tenerife, Sec. 4.ª, de 7 de marzo de 2005).

			Si es de vivienda, se actualizan conforme a lo establecido en el artículo 18 LAU, este precepto ha sufrido modificaciones a lo largo de los años, que afectan a las consecuencias de no incluir el contrato cláusula de actualización y a límites que se han impuesto en cuanto a su cuantía:

			
				
					
					
				
				
					
							
							FECHA DEL CONTRATO

						
							
							RÉGIMEN

						
					

				
				
					
							
							1 de enero de 1995 al 5 de junio de 2013

						
							
							•Los 5 primeros años de vigencia solo pueden actualizarse conforme al IPC22. A partir del 6.º año hay libertad de pacto.

							•No se establece las consecuencias de que no hubiera pacto de actualización23.

						
					

					
							
							6 de junio de 2013 al 31 de marzo de 2015

						
							
							•Libertad de pacto y si no hubiera previsión se actualiza conforme al IPC.

						
					

					
							
							1 de abril de 2015 al 18 de diciembre de 2018

						
							
							•Libertad de pacto.

							•Si se conviene actualización, pero no se detalla el índice o metodología de referencia, la revisión se hará conforme al IGC.

							•Si no hay pacto de actualización, no puede actualizarse.

						
					

					
							
							19 de diciembre de 2018 al 23 de enero de 2019

						
							
							•Libertad de pacto, salvo en los contratos de renta reducida de hasta cinco años (persona física) o 7 años (persona jurídica), en los que no puede exceder de la variación del IPC.

							•Si se conviene actualización, pero no se detalla el índice o metodología de referencia, la revisión se hará conforme al IGC.

							•Si no hay pacto de actualización, no puede actualizarse.

						
					

					
							
							24 de enero al 5 de marzo de 2019

						
							
							•Libertad de pacto.

							•Si se conviene actualización, pero no se detalla el índice o metodología de referencia, la revisión se hará conforme al IGC.

							•Si no hay pacto de actualización, no puede actualizarse.

						
					

					
							
							Desde el 6 de marzo de 2019

						
							
							•Libertad de pacto, si bien no podrá exceder de la variación del IPC.

							•Si se conviene actualización, pero no se detalla el índice o metodología de referencia, la revisión se hará conforme al IGC.

							•Si no hay pacto de actualización, no puede actualizarse.

						
					

				
			

			El artículo 3 de la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la Vivienda, define en apartado k) al gran tenedor como la persona física o jurídica24 que sea titular25 de más de diez inmuebles urbanos26 de uso residencial27 o una superficie construida de más de 1.500 metros cuadrados28 de uso residencial excluyendo en todo caso garajes y trasteros. Esta definición podrá ser particularizada en la declaración de entornos de mercado residencial tensionado hasta aquellos titulares de cinco o más inmuebles urbanos de uso residencial ubicados en dicho ámbito, cuando así sea motivado por la Comunidad Autónoma en la correspondiente memoria justificativa.28

			El artículo 46 del Real Decreto-ley 6/2022, modificado por el artículo 67 del Real Decreto-ley 20/2022, ha suspendido el límite del IPC e impuesto otro a las partes del 2% respecto de las actualizaciones que se produzcan entre el 31 de marzo de 2022 y el 31 de diciembre de 202329, distinguiendo según se trate o no de un gran tenedor. Este límite, aunque se establece la posibilidad de acuerdo entre las partes para evitarlo, es poco probable que no se aplique, pues si se trata de gran tenedor se condiciona a que sea por debajo del límite y si no es gran tenedor, aunque tanto puede ser al alza como a la baja, no parece que el arrendatario vaya a consentirlo en perjuicio de sus intereses.

			Supuesto: Aplicación del IPC cuando es inferior al porcentaje del IGC establecido como tope para 2023 y 2024.

			La doctrina está dividida30:

			•VIGUER SOLER considera que no puede aplicarse el IPC. «El indicador IGC ha sido expresamente elegido por el legislador precisamente para dar una mayor estabilidad a las rentas arrendaticias frente a la tendencia alcista del IPC, y por ser sin duda más beneficioso para el arrendatario con carácter general, con unos topes máximos del 2 y el 3% para 2023 y 2024, respectivamente […] y ello a través de una norma que instaura un régimen especial frente al general del artículo 18 LAU, sin que obste a ello el hecho de que puntual o circunstancialmente el IPC pueda resultar más beneficioso».

			•BARCALA FERNÁNDEZ DE PALENCIA considera, por el contrario, que el artículo 18 LAU sigue vigente, «de modo que tanto el IPC como el IGC operan como límites de actualización». También DÍEZ NÚÑEZ entiende que lo procedente «es estar al incremento más bajo producido, es decir al IPC», lo que impide la nueva normativa es que se aumente la renta por encima del 3% pero no que se aplique un porcentaje inferior. GARCÍA-CHAMÓN CERVERA, da prevalencia, en este supuesto a la variación del IPC sobre lo establecido en el artículo 46 del Real Decreto-ley 6/2022. Y COSTAS DE VICENTE31 incide en que es de aplicación el límite del IPC en este supuesto, en cuanto «el artículo 18 LAU no ha sido ni suprimido ni modificado, no por el artículo 46 del Real Decreto-ley 6/2022, ni por la Ley 12/2023, por el derecho a la vivienda».

			La actualización debe tener lugar después del 31 de marzo de 2022, siendo indiferente que el contrato esté en período de prórroga o tácita reconducción32.

			Con la reforma del artículo 46 introducida por la Disposición Adicional 6.ª de la Ley 12/2023, la actualización que se produzca entre el 1 de enero y 31 de diciembre de 2024 tiene como límite el 3% y para las actualizaciones posteriores al 31 de diciembre de 2024 se estará al índice de referencia fijado por el INE. Este índice, conforme a la Resolución de 18 de diciembre de 2024 (BOE de 20 de diciembre) será el mínimo valor entre la tasa de variación anual de IPC, la tasa de variación anual del IPC subyacente y la tasa de variación anual media ajustada, elaborada según lo previsto en su anexo. El nuevo índice del INE se publicará mensualmente a comienzos de cada mes, el publicado el 2 de enero de 2025, con mes de referencia de los datos en noviembre de 2024, tiene un índice de 2,20%.

			En cuanto a la forma para llevar a cabo la actualización, debe considerarse:

			•La fecha de actualización es una vez que se cumpla un año de vigencia del contrato. El cómputo es fecha a fecha conforme al artículo 5 CC.

			•Si la actualización se realiza conforme al IGC, IPC u otro índice oficial, se tomará, en defecto de pacto, como mes de referencia para la actualización el último índice que estuviera publicado. Téngase en cuenta que la variación del IPC se produce con retraso, y puede suceder que, al cumplirse un año desde la celebración del contrato (o de su anterior cumpleaños) el arrendador desconozca la variación del IPC del mes anterior, con lo que tendrá que esperar al mes o a los meses siguientes, una vez conocida la variación del IPC del mes anterior al de la celebración del contrato para hacer la notificación de la renta actualizada. Para evitar este desfase el artículo 18 LAU prevé que se tome como mes de referencia para la primera actualización el que corresponda al último índice que estuviera publicado en la fecha de celebración del contrato, y en las sucesivas actualizaciones se parte del último mes cuya variación del IPC se hubiera aplicado en la anterior actualización. De tal manera que, el desfase se arrastra en las actualizaciones sucesivas para que no se solape el mismo índice en dos actualizaciones (SAP Vizcaya, Sec. 3.ª, de 9 de junio de 2010).

			•La actualización puede ejercitarse en cualquier momento por el arrendador, una vez que haya transcurrido el año, pero circunscribiéndose al año y se hará sobre la renta actualizada no sobre la inicial. De modo que el momento de cada actualización (cuando se cumpla cada año de vigencia del contrato) marca la fecha inicial para hacer la notificación, pero se puede hacer en cualquier mes posterior.

			•El hecho de que el arrendador no ejercite su facultad de revisar la renta no significa que renuncie a ella. Rige el criterio de acumulación de índices conforme al cual el mero hecho de que se ejerza de modo tardío la actualización de la renta, lo que impide es cobrar las rentas atrasadas de forma retroactiva, pero aplicando la variación desde el momento en que así se había convenido o desde la anualidad en que se llevó a efecto la última actualización hasta la actualidad (tomando los índices de referencia correspondientes a dichas anualidades transcurridas). De tal manera que las actualizaciones corren hacia el futuro a partir de la fecha en que se notifique la misma, produciéndose, pues, los efectos ex nunc y no ex tunc (SSTS de 7 de julio de 1972, 4 de mayo de 1976 y 13 de junio de 1991). Deberán, eso sí, respetarse las eventuales variaciones que ya se hubiera aceptado por ambos contratantes para las sucesivas revisiones o actualizaciones (SSTS de 20 de julio de 1989 y 25 de mayo de 1993). El plazo de prescripción es de cinco años, conforme al artículo 1.964 CC33.

			•La actualización será exigible a partir del mes siguiente a la notificación del incremento.

			Por lo que respecta al procedimiento, la actualización no se produce de forma automática, sino que es necesaria una notificación a la otra parte por escrito, expresando el porcentaje de alteración aplicado y acompañando, si el arrendatario lo exigiera, la oportuna certificación del INE o haciendo referencia al Boletín Oficial en que se haya publicado. Es válida la notificación efectuada por nota en el recibo de la mensualidad del pago precedente.

			Supuesto: El arrendatario no se opone a la actualización por no haberse acompañado el certificado del INE.

			El no haber acompañado el certificado del INE no es causa para negar la eficacia del requerimiento, pues la ley supedita su aportación a que el arrendatario lo solicite (SAP Málaga, Sec. 5.ª, de 20 de octubre de 1999), pero si el inquilino contesta al requerimiento, pidiendo la certificación y el arrendador no le remite dicha información, la acción de desahucio no puede prosperar (SAP Madrid, Sec. 14.ª, de 27 de julio de 2005).

			A diferencia de lo que ocurría con la primitiva LAU (TR 1964) cuyo artículo 101 regulaba las consecuencias de que el arrendatario se opusiera a la actualización, el artículo 18 LAU se limita a indicar que la «renta actualizada será exigible al arrendatario a partir del mes siguiente a aquel en que la parte interesada lo notifique a la otra parte por escrito».

			Supuesto: El arrendador funda la demanda de desahucio en el impago de una actualización a la que se ha opuesto el arrendatario.

			No es necesario un juicio previo para fijar la procedencia de la actualización en caso de oposición, pudiendo determinarse en este procedimiento si se dan los requisitos al efecto (existencia de pacto, respeto a los límites de actualización y notificación previa al arrendatario), de lo contrario, se abocaría al arrendador a tener que acudir a otro procedimiento para que se resolviera sobre una cuestión que no reviste complejidad alguna34.

			
2.3. IMPAGO DE LA RENTA ELEVADA POR MEJORAS


			Se regula en los artículos 19 y 22 LAU, que confieren al arrendador el derecho, salvo pacto en contrario, a elevar la renta anual en caso de que se realicen obras de mejora que no puedan diferirse hasta el final del arriendo, salvo que el arrendatario haya optado por desistir del contrato cuando se le ha comunicado.

			La doctrina se encuentra dividida en cuanto a cuáles han de ser dichas obras. Para BLASCO GASCO35 no puede incluirse las obras suntuarias o de lujo. En su opinión, las obras de mejora han de ser consecuencia del gasto útil, a diferencia de los gastos necesarios que está obligado a realizar el arrendador sin derecho a elevación de la renta y los gastos suntuarios que podrá realizar el arrendador siempre que no perjudiquen los derechos del arrendatario, pero que no darán derecho a elevar la renta. MOLINS GARCÍA-ATANCE36 siguiendo a ATAN LÓPEZ, Indica que por obras de mejora deben considerarse no solo los gastos útiles a que se refiere el CC en sus artículos 453 y ss. «esto es, aquellos gastos que, sin ser necesarios para la conservación de la cosa en su estado, le aportan una mayor productividad y, por tanto, un mayor valor en relación con su destino económico, sino también el más amplio que comprende los llamados gastos suntuarios, entendiendo por tales los que aumentan el valor de la cosa pero no con relación con su destino, sino con la mejora de la ornamentación o el recreo de la finca… En definitiva, por obras de mejora debemos considerar todos aquellos gastos que confieren un mayor valor a la vivienda». LOSCERTALES FUENTES37 entiende que la calificación de mejoras se debe dar a «todo aquello que suponga una novación en los servicios del inmueble, por decir unos ejemplos, el colocar en la finca que no tenía un ascensor, calefacción, antena parabólica, portero automático, etc., en resumen, algo extraordinario, pues las reparaciones y conservación normal están previstas en el artículo 21».

			Adviértase que fuera de aquellos supuestos en que las obras se deban a una decisión comunitaria impuesta al arrendador, resulta difícil la aplicación de este precepto pues, a diferencia de las obras de conservación, una obra de mejora, generalmente, puede esperar su ejecución hasta que finalice el arriendo. La doctrina también incluye, no obstante, las obras ordenadas por la autoridad competente (aunque serían más obras de conservación o reparación) y aquellas que, de no efectuarlas en un plazo determinado, el arrendador perdería alguna subvención importante, siempre que la realización de tales obras no haga inhabitable la vivienda ni suponga un perjuicio demasiado gravoso para el arrendatario (SERRANO GARCÍA38).

			Para que pueda elevarse la renta es necesario:

			1.º Que las obras se deban ejecutar una vez haya transcurrido el período de:

			
				
					
					
				
				
					
							
							5 años desde la celebración del contrato

						
							
							Contratos celebrados entre:

							•1 de enero de 1995 al 5 de junio de 2013.

							•19 de diciembre de 2018 al 24 de enero de 2019, si el arrendador es persona física.

							•A partir del 6 de marzo de 2019, si el arrendador es persona física.

						
					

					
							
							3 años desde la celebración del contrato

						
							
							Contratos celebrados entre:

							•6 de junio de 2013 al 18 de diciembre de 2018.

							•25 de enero al 5 de marzo de 2019.

						
					

					
							
							7 años desde la celebración del contrato

						
							
							Contratos celebrados entre:

							•19 de diciembre de 2018 al 24 de enero de 2019, si el arrendador es persona jurídica.

							•A partir del 6 de marzo de 2019, si el arrendador es persona jurídica.

						
					

				
			

			Como excepción, si el contrato se celebra entre el 19 de diciembre de 2018 al 24 de enero de 2019 o a partir del 6 de marzo de 2019, es posible que se eleve la renta por obras de mejora realizadas desde el inicio de vigencia del contrato, siempre y cuando haya acuerdo de las partes.

			2.º Que el arrendador notifique por escrito al arrendatario la cuantía de aquella, detallando los cálculos que conducen a su determinación y aportando copias de los documentos de los que resulte el coste de las obras realizadas (tres meses de antelación debe comunicar su naturaleza, comienzo, duración y coste previsible) y el arrendatario no desista en el plazo de un mes desde dicha notificación. Tratándose de una finca en régimen de propiedad horizontal, puede carecer el arrendador de estos documentos, en opinión de LOSCERTALES FUENTES39, en estos supuestos bastaría con aportar certificado del Presidente o del Secretario-administrador en el que conste la fecha de la junta, el acuerdo adoptado, el importe total, descontando, en su caso las ayudas públicas, y la cuota de participación del correspondiente piso.

			3.º Que haya transcurrido un mes desde que finalizaron las obras.

			La elevación consistirá en el tipo de interés legal de dinero en el momento de terminación de las obras, incrementado en tres puntos, respecto del capital invertido (una vez descontado a este importe las subvenciones públicas obtenidas para la realización de la obra). El incremento no puede exceder del 20% de la renta vigente en aquel momento.

			Cuando la mejora afecte a varias fincas de un edificio en régimen de propiedad horizontal, el arrendador deberá repartir proporcionalmente entre todas ellas el capital invertido, aplicando, a tal efecto, las cuotas de participación que correspondan a cada una de aquellas. En el supuesto de edificios que no se encuentren en régimen de propiedad horizontal, el capital invertido se repartirá proporcionalmente entre las fincas afectadas por acuerdo entre arrendador y arrendatarios. En defecto de acuerdo, se repartirá proporcionalmente en función de la superficie de la finca arrendada.

			
2.4. IMPAGO DEL IMPORTE DE SERVICIOS INDIVIDUALES


			Los servicios individuales cuyo gasto o consumo se individualice mediante aparatos contadores, serán en todo caso, de cuenta del arrendatario con independencia de que en el contrato no se haya convenido que sean de su cargo ni especificado su cuantía, en cuanto son gastos derivados del uso del inmueble (luz, agua, teléfono, gas, calefacción…). Si los recibos son abonados por el arrendador por haberlos contratado podrá repercutir su importe al arrendatario y si no los abona será causa de desahucio.

			Supuesto: Requerimiento previo de pago de cantidades derivadas de consumo.

			Tratándose del impago de renta no es necesario el requerimiento previo por parte del arrendador porque en el mismo contrato ya se establece la cuantía del canon arrendaticio, por el contrario, en el caso de los demás conceptos distintos de la renta cuya obligación de pago ha asumido el arrendatario, pero ha tenido que abonar el arrendador (p. ej., el contrato está a su nombre) sí se exige el previo requerimiento de pago por parte del arrendador toda vez que el arrendatario desconoce con antelación cuál es la cuantía de esos conceptos (SAP Valencia, Sec. 8.ª, de 5 de octubre de 2010).

			Supuesto: Repercusión de cantidades por consumos que no acredita el arrendador haya pagado.

			Si los recibos están a nombre del arrendatario es claro que a este le corresponde abonarlos, pero en caso de que se encuentren a nombre del arrendador es este quien deberá pagarlos y después repercutir su importe en el arrendatario.

			El arrendatario tiene derecho a exigir que se le indique su importe y se justifiquen, e incluso discutir si las cantidades facturadas fueran erróneas, pero no a que fueran previamente abonados por el arrendador, pues, en todo caso, serán de su cargo (SAP Gerona, Sec. 1.ª, de 23 de julio de 2021).

			Supuesto: Impago de gasto de agua porque no se le ha entregado recibo para deducirse el IVA.

			Se argumenta que no se abona el suministro de agua porque el arrendador, a pesar de haber sido requerido no ha facilitado recibos que le permitan deducirse el IVA, lo que le causa un perjuicio.

			La SAP Madrid, Sección 8.ª, de 19 de octubre de 2020, rechaza tal argumento por cuanto el impago de la renta o de cualquier concepto a que venga obligado el arrendatario en un contrato de arrendamiento es causa de desahucio, que no puede justificarse por el incumplimiento previo de obligaciones accesorias, consideradas así, en el sentido de no ser las principales derivadas del contrato de arrendamiento y también por no corresponderse con la contraprestación de la que disfruta, puesto que en este caso, el demandado en su peluquería disfruta de agua, y el precio no lo está pagando.

			Pero es que además, para obtener la factura necesaria para deducir las cuotas soportadas o satisfechas, según la LIVA, el arrendatario bien pudo reclamar al arrendador el cumplimiento de su obligación judicialmente si, como se alega, extrajudicialmente no había accedido, de tal forma que posteriormente ante la Administración tributaria pudiera reclamar para que su derecho le fuera reconocido, o domiciliar a su nombre el consumo (según se prevé en el contrato) o cualquier otra actuación, pero lo que no es admisible es dejar de pagar el suministro por la ausencia de factura, pues son obligaciones de ámbitos distintos, no justificando la fiscal, el impago por el arrendatario de la renta o suministros

			Supuesto: Gastos susceptibles de ser individualizados, pero que no lo están.

			La SAP Baleares, Sección 4.ª, de 14 de abril de 2005, consideró que no era aplicable el apartado 3.º del artículo 20 LAU al no haber contador que individualice los gastos de suministro de electricidad de la vivienda arrendada y rechaza que el impago de tales gastos pueda fundar una acción de desahucio.

			No se comprenden los gastos de instalación, conservación, mantenimiento o reparación de las canalizaciones internas de la vivienda o aparatos que permiten el uso del servicio, ni siquiera de los propios contadores cuando su titularidad corresponde al arrendador, que serían de cuenta de este sin posibilidad de pacto en contrario ni repercusión alguna o incremento de renta (art. 21 LAU), salvo que por su escasa cuantía puedan ser subsumibles en las pequeñas reparaciones que exija el desgaste por el uso ordinario, que el artículo 21.4 LAU pone a cargo del arrendatario sin necesidad de pacto o convenio alguno. Si las obras son necesarias en conducciones generales o elementos comunes del edificio en régimen de propiedad horizontal en el que se encuentre ubicada la vivienda, la cuestión habría que reconducirla al artículo 20.1 LAU (REBOLLEDO VALERA)40.

			
2.5. IMPAGO DEL IMPORTE DE LOS GASTOS GENERALES


			Los gastos no susceptibles de individualización, generalmente, son de cargo del arrendador. Cabe, no obstante, que se asuman por el inquilino, en cuyo caso, su impago dará lugar al desahucio. Estos gastos son los necesarios para el uso, conservación y reparación de los elementos comunes del edificio, pero no ha de comprender todos los gastos incluidos en el régimen de propiedad horizontal: los gastos no medidos por contador, entre los que se encuentran los suministros centralizados de agua caliente y fría, y los demás que sean los comunes y ordinarios de mantenimiento (luz y agua de escalera, mantenimiento de ascensores, limpieza, sueldos y salarios del portero, mantenimiento ordinario de elementos comunes tales como instalación eléctrica, circuitos generales de telefonía y comunicaciones, y pequeñas reparaciones de los enunciados etc.), son repercutibles en el usuario porque se beneficia directamente de ellos. Los gastos de reposición y sustitución de elementos comunes, conocidos como derramas extraordinarias, y más si afectan a elementos estructurales: cubiertas, forjados, pilares, impermeabilización, redes de saneamiento y evacuación de aguas residuales, conducciones generales de aguas limpias y energía, saneamientos de fachadas, etc., son gastos esencialmente de propietario, en tanto que son gastos necesarios que afectan a la esencia y subsistencia del bien, en los que puede discutirse su traslado a terceros (SAP Valencia, Sec. 8.ª, de 6 de noviembre de 2023)41.
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